Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos.) 


-Antes de dar cuenta de los asuntos entrados quiero informar a la Comisión que recibí una 
llamada del Presidente del Congreso de Intendentes, doctor Carámbula, quien me manifestó que a los 
integrantes de la Mesa -que son los que tienen la representación del Congreso- les era imposible asistir 
en el día de hoy a la sesión y que quedaban a las órdenes para hacerlo en otra oportunidad. En función 
de ello y atentos a los compromisos que hemos asumido para los próximos días, tendríamos que fijar 
una nueva fecha para efectuar la convocatoria, pero recuerdo a los señores Senadores que el próximo 
martes se ha previsto la realización de una interpelación al señor Ministro de Salud Pública. Por lo 
tanto, tendríamos que reunirnos el lunes, o en el correr de esta semana, que está bastante complicada. 
De todas formas, el Intendente Carámbula me manifestó que en atención a que el inconveniente surgió 
de parte de ellos, estarían dispuestos a concurrir cuando la Comisión así lo estime conveniente. 


Como dije, tendríamos que reunirnos el lunes, o quizá el jueves luego de la sesión de la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR PASQUET.- Tal vez el viernes. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿No podría ser mañana? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Temo que cuando llame al doctor Carámbula me diga que mañana tampoco 
podrán concurrir, habida cuenta de que uno de los Intendentes se encuentra de viaje. 


SEÑOR PASQUET.- Para nosotros el lunes es complicado porque tradicionalmente, a las 14 horas se 
reúne el Comité Ejecutivo del Partido. 


SEÑOR DA ROSA.- Podría ser el jueves de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sucede es que los jueves de mañana sesiona la Comisión de 
Hacienda. 


SEÑOR MICHELINI.- Quizá podríamos hacer una consulta por teléfono. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, tenemos tiempo para definir la convocatoria. 


Ahora bien, por una razón de cortesía, creo que deberíamos hacer pasar a Sala a los 
Intendentes que vinieron, para saludarlos, agradecerles su presencia y comunicarles que una vez 
definida la fecha, los recibiremos con mucho gusto. 


(Apoyados.) 
-Antes de proceder en tal sentido, dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de la Asociación de Fiscales del Uruguay, de fecha 24 de octubre de 2011, en respuesta a la nota 
N* 67/11, de fecha 19 de octubre de 2011, en la que se acusa recibo de la consulta por la cual solicita 


se sirva informar la opinión que le merece el proyecto de ley a estudio de esta Asesora, por el que se 
crea el Ministerio Público y Fiscal como Servicio Descentralizado. (Carpeta N* 387/2010). 


Nota de la Junta Departamental de Durazno, de fecha 24 de octubre de 2011, adjuntando copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Edil Rafael Andrade, relacionadas con el 
proyecto de ley de unificación de patente de rodados. 


Carpeta N* 701/2011. Día del Departamento de Maldonado. Se declara el 19 de octubre de cada año. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor Senador Wilson Sanabria. 
(Distribuido N* 1093/2011). 


Nota de la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario, del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, de fecha 28 de octubre de 2011, por la que se solicita información referida al proyecto de 
ley a estudio de esta Asesora, sobre la reforma del Código de Proceso Penal. (Carpeta N* 418/2010). 


Nota de la Cámara de Representantes, de fecha 24 de octubre de 2011, por la que remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por varios señores Representantes, en sesión de 
fecha 11 de octubre del corriente año, en conmemoración del Día de la Libertad de Expresión de 
Pensamiento. 


Carpeta N* 708/2011. Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares (Sucive) y Subsidios para los 
Sistemas de Alumbrado Público Departamentales. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo con declaratoria de urgente 
consideración). (Distribuido N* 1110/2011). 


Nota de la Presidencia de la Junta Departamental de Colonia, de fecha 14 de noviembre de 2011, por 
la que comunica la Declaración de la Bancada del Partido Nacional del Congreso de Ediles sobre el 
proyecto de patente de vehículos y alumbrado público (Carpeta N* 708/2011). 


Informe del profesor doctor Juan Pablo Cajarville sobre el proyecto de ley de Sistema Único de Cobro 
de Ingresos Vehiculares, que remitió por escrito en el día de hoy en virtud de que no va a poder asistir 
a la Comisión.” 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, considero que debemos elevar una nota de 
agradecimiento especial al doctor Cajarville porque no podía venir y en la noche de ayer estuvo 
trabajando para enviar su opinión por escrito en el día de hoy. La verdad es que la Comisión tantas 
veces ha requerido de sus conocimientos que creo que corresponde enviarle esa nota. 


(Apoyados.) 


-Como dijimos, la Comisión va a recibir a los Intendentes simplemente para saludarlos y luego 
pasará a cuarto intermedio hasta la hora 15 y 30, que es la que está fijada para recibir al doctor 
Delpiazzo. 


(Ingresa a Sala un grupo de Intendentes y sus asesores.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir a la Intendenta Municipal 
de Lavalleja, doctora Peña, al Intendente Municipal de Flores, doctor Armando Castaingdebat, al 
Intendente Municipal de Soriano, señor Guillermo Besozzi, al Asesor del Presidente, Economista 
Sureda, al Prosecretario del Congreso de Intendentes, señor Alegre y al Asistente de la Intendencia 
Municipal de Soriano, señor Cavallero, a quienes les agradecemos la visita. Queremos manifestarles 
que en el día de hoy el doctor Carámbula, Presidente del Congreso de Intendentes, llamó para 
manifestar que ninguno de los integrantes de la Mesa del Congreso -esto es, ni él, ni los Intendentes 
Zimmer y Osorio- estaba en condiciones de asistir y pidió que se fijara una nueva fecha. Los 
integrantes de la Comisión vamos a estudiar cuál puede ser el día más oportuno para fijar una nueva 
reunión, pero como ustedes ya estaban aquí, queríamos recibirlos simplemente para saludarlos, 


agradecerles su presencia y convidarlos con un café o un té, más allá de invitarlos a participar cuando 
asista el Congreso de Intendentes. 


No queremos comprometerlos -aunque conocemos su opinión- porque sabemos que la voz 
oficial la tiene la Mesa del Congreso de Intendentes; por eso los invitamos a participar de esa jornada. 
Les pedimos que de nuestra parte trasmitan a la Mesa un rezongo y un tirón de orejas porque 
estábamos ansiosos de contar con esa visita, entre otras cosas porque el plazo constitucional para 
tratar este tema vence el 3 de diciembre. La Comisión de Constitución y Legislación sesiona los 
martes, pero justamente el próximo martes tendremos una interpelación. Por lo tanto, esperamos 
recibir al Congreso de Intendentes el jueves o viernes. 


SEÑOR BESOZZI.- Agradezco que nos hayan recibido. Como dijo el señor Presidente, la Mesa del 
Congreso de Intendentes es la que está mandatada y fue la que nos invitó a participar de esta sesión 
para que la cantidad de Intendentes fuera mayor a la hora de discutir un tema tan importante para 
nuestra sociedad y para el país. Nosotros sabíamos que alguno de los miembros de la Mesa no 
asistiría, pero hace un rato nos enteramos de que la Mesa en su totalidad sería la que no vendría. Por 
lo tanto, agradecemos que nos conviden con el café y esperamos que se encuentren soluciones con la 
Mesa del Congreso de Intendentes. 


SEÑORA PEÑA.- También agradezco la caballerosidad que han tenido al recibirnos. Como dijo el 
señor Besozzi, acabamos de enterarnos de que la Mesa no podrá asistir y por eso estábamos en la 
duda en cuanto a esperar o no, pero no podíamos irnos sin saludarlos. 


Para nosotros este es un tema muy relevante debido a que hay plazos que ya se tendrían 
que haber cumplido -especialmente en lo que refiere a los aforos-, y por eso nuestra urgencia, porque 
nos daría tranquilidad en cuanto a lo que nos espera en el 2012 y, además, podríamos incidir en temas 
que para nosotros son muy importantes y que están en juego en este proyecto de ley. Sabemos que el 
tratamiento de este proyecto constituye una instancia muy importante y lamento no poder asistir el 
próximo jueves, aunque sé que estaré bien representada por mis compañeros, quienes contarán con 
todo mi apoyo. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Voy a tratar de ver la mitad llena del vaso: por suerte soy Intendente de 
Flores y no de Artigas, porque vine especialmente para asistir a esta Comisión en el entendido de que 
iba a concurrir la Mesa del Congreso de Intendentes. También es cierto que este proyecto de ley, que 
fue aprobado por la Cámara de Representantes, más allá de lo hablado en el Congreso, también fue 
objeto de un proceso individual: cada uno de nosotros fue invitado a conversar con los representantes 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y con el doctor Diego Cánepa. 


Entonces, si bien no podemos hablar en nombre del Congreso, tal vez podamos dar nuestra 
visión personal de algunas modificaciones que consideramos deben hacerse a este proyecto de ley. 
No estamos diciendo nada diferente a lo que ya manejamos a nivel de la OPP y en las conversaciones 
que tuvimos con el doctor Diego Cánepa. Incluso, hoy de mañana lo hablamos con los señores 
Senadores del Partido Nacional. 


De todos modos, como es la primera vez que vengo, no sé cuáles son las reglas de juego y si 
puedo hablar sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Si en esta Casa le llegamos a negar la palabra a alguien, vamos por mal 
camino! Puede opinar tranquilamente. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Entonces, voy a dar mi visión del tema y tal vez -no en lo personal, pero 
sí en lo que respecta a mi departamento- como uno de los actores cruciales en el tema. 


En primer lugar, quizás valga hacer memoria con respecto a que el acuerdo anterior de 
patentes de rodados -cuando algunos de los señores Senadores presentes participaron como 
Intendentes- fracasó cuando solo una de las Juntas Departamentales, más especificamente la de 
Flores, no dio sus votos para ese acuerdo, que había sido refrendado en Paso Severino. Este es un 


tema que venimos manejando desde el primer día que nos reunimos tanto con el doctor Cánepa como 
con las autoridades de la OPP; me refiero a la necesidad de que cualquier acuerdo que se vaya a 
alcanzar para la fijación del valor de la patente de rodados pase por las Juntas Departamentales. Y 
cuando se llegue a esa instancia, se pueden plantear dos situaciones, de acuerdo con las mayorías 
que se obtengan: puede ocurrir que esto se apruebe hasta el final de nuestro mandato o, tal como está 
contenido en el proyecto de ley, por quince años. 


En esa línea, nosotros planteamos algunas modificaciones y estaba el compromiso de 
contemplarlas, porque anticipamos lo que luego podía pasar y que podría llevar al fracaso de este 
acuerdo. 


Lo concreto es que existe un compromiso de los 19 Intendentes en avanzar en este tema, 
porque consideramos que hay que terminarlo, y hay también un compromiso, por primera vez, del 
Poder Ejecutivo, que comprende que detrás de esto hay también un tema económico y tiene la 
voluntad de solucionar ese aspecto. Pero quedan algunos puntos por resolver, sobre todo  -y los 
señores Senadores lo sabrán mejor que nosotros- con respecto a la posible inconstitucionalidad del 
proyecto. En esa línea, reitero, hemos insistido -y se lo hemos planteado a nuestros Senadores- en la 
necesidad de que el proyecto pase por nuestras Juntas Departamentales. 


Por otra parte, planteamos la inquietud en cuanto a que la verdadera guerra de patentes no 
está en las discusiones o en las peleas mediáticas que sostenemos los Intendentes, sino en la 
fiscalización a la que se ven sometidos los contribuyentes. En este sentido, es evidente que, por un 
tema de números y de volumen, quienes más “sufren”, entre comillas, esa persecución y esa 
fiscalización son quienes circulan en el área metropolitana, sobre todo en Montevideo. En ese marco, 
nosotros sugerimos dos líneas de acción: una de ellas era derogar la ley de empadronamiento y la otra 
era modificar el artículo  -no recuerdo el número- que dice que se fiscalizarán aquellos vehículos 
empadronados con posterioridad al 31 de diciembre de 2008. Si se llevara esa fecha al 31 de 
diciembre de 2011 no habría necesidad de derogar la ley; simplemente con la modificación de ese 
artículo se solucionaría el tema de la fiscalización. En algún momento se manejó el compromiso, sobre 
todo por parte de Montevideo, de no fiscalizar, pero el planteo no parece serio porque la patente de 
rodados no es el único tema de fiscalización, sino que hay otro paquete de cosas. Y en el camino que 
estamos recorriendo, que apunta a descentralizar el tema de las multas, unificar los valores y los 
criterios, poder avanzar en algunas nuevas ideas que hay con respecto a la libreta de conducir, 
etcétera, entendimos que no era bueno el compromiso de no fiscalizar, sino que se debía buscar otra 
solución. 


Vuelvo a aclarar que estoy hablando a título personal, pero un tema que planteamos con 
mucha inquietud, porque podía destrabar el pasaje por las Juntas Departamentales, era hasta cuándo 
corría el piso que se les aseguraba a las Intendencias. Esa es una cuestión económica y como tal hay 
que tratarla. Quienes llevamos bastante tiempo estudiando este tema entendemos que en dos o tres 
años prácticamente todas las Intendencias van a tender a equilibrar el piso que se les asegura con lo 
que van a recaudar, pero si así no fuera entendíamos que, como forma de destrabar el pasaje por las 
Juntas Departamentales, era bueno asegurar el piso a aquellas Intendencias que no lograran el punto 
de equilibrio después del año 2015. Me dirán que eso es inconstitucional y que no se pueden 
comprometer más allá del 2015, cosa que tampoco podemos hacer los Intendentes, pero esas son 
inquietudes que surgieron en las reuniones con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Aclaro que 
esta no es una posición del Congreso, sino mi postura personal, compartida con algunas otras 
Intendencias. 


El señor Senador Michelini me preguntaba qué cosas del proyecto de ley se pueden mejorar 
o modificar. Pues bien: creo que esos son aspectos que pueden dificultar el posterior pasaje y 
aprobación por parte de las Juntas Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que vamos a tomar nota de esas opiniones y hoy mismo vamos 
a comunicar a la Mesa del Congreso la fecha de la convocatoria para que se conozca con anticipación. 


Una vez más la Comisión agradece su presencia. 


(Se retira de Sala un grupo de Intendentes y sus asesores.) 
-Pasamos a un breve cuarto intermedio. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 3 minutos.) 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini.) 

(Ingresa a Sala el doctor Carlos Delpiazzo.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se reanuda la sesión. 

(Es la hora 15 y 37 minutos.) 


Informo que el señor Presidente me solicitó que presidiera la sesión en función de que estará 
ausente por unos minutos. 


En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación damos la bienvenida al doctor 
Delpiazzo a los efectos de escuchar su opinión sobre el tema que nos ocupa. Luego seguramente le 
formularemos preguntas sobre aspectos del proyecto de ley con intención de mejorarlo. 


Dichas estas palabras, le cedemos el uso de la palabra al doctor Delpiazzo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Aspiro a ser concreto y no robar tiempo útil a la Comisión. Me voy a referir al 
proyecto de ley relativo al Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares y Subsidios para los 
Sistemas de Alumbrado Público Departamentales aprobado por la Cámara de Representantes, que 
tiene pequeñas variantes respecto al Mensaje remitido oportunamente por el Poder Ejecutivo con 
carácter de urgente consideración. Abordaré el tema desde un triple enfoque: primero me referiré al 
objeto del proyecto de ley, luego a su encuadramiento y, por último, a su apreciación. 


En cuanto al primer aspecto, este proyecto de ley, como su propio nombre lo indica, tiene un 
doble objeto. El primer capítulo apunta a un régimen de patente única que permita superar la 
denominada “guerra de las patentes”, y la segunda parte tiene por fin atender una problemática de 
larga data que sufren las Intendencias para cumplir con el artículo 35, numeral 25, literal d) de la Ley 
Orgánica Departamental N* 9.515, de 28 de octubre de 1935. 


El encuadramiento del proyecto debe darse en sus dos partes, porque ellas son 
esencialmente diferentes, tanto en el contenido como en el régimen jurídico en que se inscriben. 


Con respecto al régimen de los impuestos a los vehículos de transporte, tiene su base en la 
Constitución, más precisamente en el artículo 297, que en su numeral 6* establece que serán fuente de 
recursos de los Gobiernos Departamentales, decretados y administrados por estos, los impuestos a los 
vehículos de transporte. Asimismo, en el numeral 3* del artículo 273 de la Constitución, refiriendo a las 
competencias de las Juntas Departamentales, establece que serán atribuciones de estas crear o fijar, a 
proposición del Intendente, impuestos, tasas, contribuciones, tarifas y precios de los servicios que 
presten mediante el voto de la mayoría absoluta de sus componentes. Por último, el artículo 275 de la 
Carta, que se refiere a las atribuciones del Intendente, en su numeral 4) incluye proponer a la Junta 
Departamental, para su aprobación, los impuestos, tasas y contribuciones, fijar los precios por 
utilización o aprovechamiento de bienes, etcétera. Creo que ilustra, en particular acerca de la evolución 
del alcance del artículo 297 de la Constitución en cuanto a reservar esta materia al ámbito de los 
Gobiernos Departamentales: su acápite habla de “decretar y administrar los recursos que determina”, y 
el artículo 273 habla de “fijar”. Es decir, nos muestra cómo se llega a esta disposición, particularmente 
en relación con los tributos a la propiedad inmueble rural. Recordemos que años atrás se planteó 


exactamente la misma problemática que ahora se da con la denominada “guerra de las patentes”, pues 
cada Gobierno Departamental, a través de su Junta Departamental, establecía esa tributación y, 
consecuentemente -más allá de la diferencia del valor Coneat o lo que fuera-, la hectárea de campo 
pagaba muy distinta contribución inmobiliaria según el departamento de que se tratara, por ser la Junta 
Departamental la que fijaba el tributo. 


En la Constitución de 1830, que era de corte netamente centralista, se desconoció la 
autonomía financiera local y el artículo 127 se limitaba a decir que para atender a los objetos a que se 
contraen las Juntas Económico-Administrativas, dispondrán de los fondos y arbitrios que señale la Ley, 
en la forma que ella establecerá. Esto llevó a Justino Jiménez de Aréchaga a calificar a las Juntas 
Económico-Administrativas de paupérrimas, desposeídas de todos los medios materiales necesarios 
para desenvolverse. Por eso la Constitución de 1918 invirtió el régimen, al disponer en su artículo 133 
que la ley reconocerá a las Asambleas Representativas -el antecedente de las Juntas 
Departamentales- la facultad de crear impuestos, con la sola limitación de no poder gravar el tránsito, 
ni crear impuestos interdepartamentales a los artículos de producción nacional. 


Las Constituciones de 1934 y 1942 significaron una reacción presidida por el propósito de 
restringir la autonomía municipal en materia financiera, especialmente en lo relativo a la creación de 
impuestos, para evitar situaciones abusivas de imposición sobre materias comunes con la legislación 
nacional. 


En cambio, la Constitución de 1952 incrementó la autonomía financiera de los Gobiernos 
Departamentales, sin llegar al extremo de 1918, pero otorgando a las Juntas Departamentales una 
autonomía financiera restringida de determinadas fuentes, de manera que el principio era que los 
Gobiernos Departamentales solo podían crear tributos en los casos en que expresamente la 
Constitución se los habilitaba. 


La Constitución de 1967, especialmente en este artículo 297, no alteró en lo sustancial el 
régimen anterior, pero sí como adelanté en materia de imposición a la tierra, especialmente a los 
inmuebles rurales, desplazando la potestad tributaria de las Juntas Departamentales hacia el Poder 
Legislativo. El artículo 297, inciso primero, dice: “Los impuestos sobre la propiedad inmueble, urbana y 
suburbana, situada dentro de los límites de su jurisdicción, con excepción, en todos los casos, de los 
adicionales nacionales establecidos o que se establecieren”. Y agrega: “Los impuestos sobre las 
propiedades inmuebles rurales serán fijados por el Poder Legislativo, pero su recaudación y la totalidad 
de su producido”, etcétera, “corresponderá a los Gobiernos Departamentales respectivos”. Aquí fue 
donde se modificó la Constitución de 1966, para acabar con la guerra, no de las patentes como la de 
ahora, sino de las contribuciones inmobiliarias. Se dijo que los impuestos sobre la propiedad inmueble 
rural serán fijados por el Poder Legislativo, dejando a salvo que su recaudación y la totalidad de lo 
producido serán recursos de los Gobiernos Departamentales. Es interesante señalar este aspecto 
porque constituye un antecedente de la cuestión que ahora se está debatiendo en cuanto a cómo 
desplazar la potestad tributaria de los Gobiernos Departamentales a los efectos de la unificación y esto 
se hizo para la propiedad inmueble rural mediante la reforma constitucional. 


Con respecto a la segunda parte del proyecto de ley, es decir, el encuadramiento del régimen 
de alumbrado público, el punto de partida -prescindiendo de otros antecedentes- debe ser el 
artículo 21 de la Ley Nacional de Electricidad, Decreto-Ley N* 14.694, de 1* de setiembre de 1977, que 
dice: “El alumbrado público de ciudades, villas, pueblos y centros poblados, será efectuado por las 
Intendencias Municipales, quienes serán responsables de su instalación y mantenimiento. 


El suministrador del servicio público de electricidad, queda obligado únicamente a proveer a 
dichas Intendencias Municipales, la energía eléctrica necesaria para su buen funcionamiento”. Por lo 
tanto, el Gobierno Departamental respectivo, a través de la Intendencia, debe contratar con UTE el 
suministro de electricidad para el alumbrado público y pagar por ello el importe que el organismo 
determina y que puede recuperar de los vecinos mediante el cobro de tasas. En muchos Gobiernos 
Departamentales esto generó situaciones de adeudo que fueron tratadas en distintas leyes de las 
cuales voy a hacer caso omiso, a menos que fuera de interés de los señores Senadores. Básicamente, 
se trata de leyes que se dictaron para prever dos clases de soluciones: unilaterales, mediante 
regímenes de facilidades otorgados por UTE, y convencionales, en el marco de acuerdos que se 


celebraran por los distintos Gobiernos Departamentales con UTE. Sin perjuicio de ello, los problemas 
continuaron. 


SEÑOR MOREIRA.- Al respecto, quisiera hacer una pregunta. ¿La posibilidad de fijación de tarifas 
especiales o de regímenes de financiación especiales, es materia de la ley o forma parte de las 
potestades del Directorio de UTE? 


SEÑOR DELPIAZZO.- Creo que forma parte de las potestades del Directorio de UTE en cuanto se 
trata de fijar las contrapartidas por la prestación del servicio público. Del mismo modo que UTE atiende 
requerimientos del comercio, de la industria y de los barrios residenciales aprobando distintos 
regímenes tarifarios, también podría tener un régimen específico, por ejemplo, para el alumbrado 
público. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Y la refinanciación? 


SEÑOR DELPIAZZO.- En la medida en que el organismo tiene potestades para disponer la 
refinanciación, lo puede hacer dentro de los límites que tiene; límites que muchas veces fueron 
insuficientes dando lugar al surgimiento de sucesivas leyes para atender el endeudamiento contraído 
por algún departamento. Es por ello que el artículo 337 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, 
dispuso que el Poder Ejecutivo podría asumir un porcentaje de la facturación que realice UTE por 
concepto de alumbrado público, que en el Decreto reglamentario N* 408/2008 se llamó “subsidio de los 
gastos de alumbrado público”. Precisamente, el artículo 9% de este Reglamento dice: “Los importes de 
los subsidios se abonarán por parte del MEF directamente a UTE y esta los considerará como 
realizados por el Gobierno Departamental”. 


Me parece que de alguna manera la Ley N* 18.172 puede ubicarse como el antecedente de 
este proyecto de ley, el cual, en su Capítulo ll, al profundizar la asistencia del Poder Ejecutivo a los 
Gobiernos Departamentales, prevé que para aquellos que se encuentren al día en el pago de los 
servicios de alumbrado público, a partir del 1% de enero de 2012 el Poder Ejecutivo asumirá un 40% de 
la facturación; a partir del 2013, un 10% adicional, y otro tanto a partir del 2014. En definitiva, al cabo 
de la aplicación de esta norma se llega a un régimen de subsidio por parte del Poder Ejecutivo a las 
Intendencias, como órganos ejecutivos de los Gobiernos Departamentales, equivalente a un 60% del 
gasto derivado del pago de las tarifas por alumbrado público. 


Un tercer y último aspecto de esta exposición tiene que ver con la apreciación de las dos 
partes que componen este proyecto de ley. Cuando uno se ve enfrentado a la apreciación de un 
proyecto de ley, puede hacerlo desde distintos puntos de vista y el que se adopte determina las 
consecuencias que de ello se puedan extraer. Si este proyecto de ley se aprecia desde el punto de 
vista de la conveniencia u oportunidad de las soluciones y, por tanto, de la política trazada por el 
Gobierno en relación a esta temática, está claro que el juicio de apreciación tiene que ser positivo 
porque se trata de un instrumento que apunta a solucionar un problema que existe en la realidad y que 
nadie discute: la guerra de las patentes. Si en cambio la apreciación de la iniciativa parte del punto de 
vista jurídico y se tiene en cuenta que se trata de un instrumento que se va a convertir en ley, debe 
actuarse de acuerdo a la Constitución y, en particular, a las tres disposiciones que referí anteriormente. 
Aquí también corresponde distinguir entre las dos partes de la ley: la que plantea la necesidad de un 
análisis más detenido es la primera de ellas, ya que la segunda no presenta cuestiones estrictas de 
inconstitucionalidad y se inscribe en el marco de un régimen legal que esta norma viene a modificar, 
cosa que puede hacerse porque es sabido que una ley ordinaria posterior a otra puede innovar 
respecto a ella. En cambio, la patente única que se intenta instrumentar en este proyecto de ley es 
inconstitucional porque contraría -a mi juicio no de modo dudoso, sino claro, patente, evidente y 
notorio- los verbos nucleares del numeral 6%) del artículo 297, del numeral 3%) del artículo 273 y del 
numeral 4) del artículo 275. 


En lo personal, me gustaría detenerme un poco más en un aspecto que me parece que es 
obligación señalar a los señores Senadores, ya que se han emitido múltiples opiniones sobre la 
inconstitucionalidad de esta iniciativa y, por tanto, es poco lo que se puede aportar, sin perjuicio de 
estar a disposición de los miembros de la Comisión para responder todo aquello que esté a mi alcance. 
Quiero hacer hincapié en que este proyecto de ley, además de ser groseramente inconstitucional, es 


absolutamente inútil y es por eso que quisiera detenerme en este aspecto. Evidentemente, cuando uno 
lee el Mensaje del Poder Ejecutivo puede advertir con claridad que tiene una finalidad loable: la de 
acabar con el manido tema de la guerra de las patentes. Sin embargo, el instrumento que se utiliza no 
es idóneo para ese fin y, por tanto, deviene inútil. Para comprobarlo basta considerar que la iniciativa 
plantea la suscripción de un contrato por quince años de parte de cada Gobierno Departamental. Aún 
asumiendo que todas las Juntas Departamentales con su actual integración manifestaran su acuerdo 
con esta iniciativa -lo cual no alcanzaría para sanear el vicio porque la competencia para fijar el 
impuesto sigue siendo de la Junta Departamental, y las competencias constitucionales no son 
delegables, salvo norma expresa, que en este caso no la hay-, cabe la posibilidad de que cualquier 
Junta Departamental -ahora, después de las próximas elecciones o de las subsiguientes-, dentro de los 
15 años que se prevén en el proyecto de ley, plantee una acción de inconstitucionalidad al amparo del 
artículo 256 de la Constitución o una acción por lesión de autonomía al amparo del artículo 283, 
también de la Carta, para que, en el primer caso, la ley caiga respecto de ese departamento y, en el 
segundo, caiga con efectos también para los demás departamentos. De ese modo, todo este esfuerzo 
constructivo para solucionar un problema habrá caído porque no vamos a tener patente única si un 
Gobierno Departamental, o dos o tres, quedan fuera del sistema. 


Respecto a esta primera parte del proyecto, me parece importante señalar no solo la 
contrariedad de la Constitución, que debería ser un elemento de definición para su aprobación, sino en 
particular la inutilidad del instrumento si el día de mañana o en un período ulterior cualquier Junta 
Departamental reivindica una lesión a su autonomía -artículo 283 de la Carta- o la contrariedad de la 
Constitución -por los verbos nucleares de los artículos 297, 273 y 275-, lo que podría llevar al fin de lo 
que se ha querido solucionar y no se está solucionando. 


Con relación a la segunda parte, a la del alumbrado público, como decía, no se plantea una 
cuestión de inconstitucionalidad, sino que se avanza en la línea de la anterior Ley N* 18.172 y su 
decreto reglamentario, por lo cual no merece reparos u objeciones desde el punto de vista técnico 
jurídico. 


En síntesis, me parece que el segundo capítulo perfectamente puede convertirse en ley. El 
primero, en cambio, es una iniciativa bien intencionada, pero inconstitucional e inútil. Por eso considero 
que la manera de reencauzar esta cuestión para poder solucionarla eficazmente es por la vía de una 
ley constitucional. Mediante los dos tercios de ambas Cámaras el Parlamento puede aprobar una ley 
constitucional, lo que sería absolutamente factible con el solo agregado al numeral 6* del artículo 297, 
que habla de los impuestos a los vehículos de transporte, del siguiente texto: “en la forma que 
determine la ley”, tal como se hizo en su día para la Contribución Inmobiliaria Rural. Con eso quedaría 
solucionado el tema porque el Legislador quedaría facultado a proceder en consecuencia y, del mismo 
modo que lo ha hecho para la propiedad inmueble rural, podría legislar para que exista en el país un 
solo aforo en materia de automotores, lo que permitiría que el impuesto Patente de Rodados sea igual 
en todos los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR GAMOU.- El doctor Delpiazzo habló de una ley constitucional aprobada por dos tercios, pero 
supongo que eso debe ser plebiscitado. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Así es, señor Senador, pero puede plebiscitarse en cualquier momento, ya que 
la vía del literal D) del artículo 331 no exige que ese plebiscito se realice en oportunidad de un acto 
eleccionario. De modo que dentro de un mes se podría hacer ese plebiscito. 


Lo que voy a decir ahora no es jurídico, sino en todo caso la apreciación de alguien que anda 
por la calle, pero con la mayoría de los partidos políticos y la convicción que la gente tiene respecto a 
este conflicto de la guerra de las patentes, a mi juicio se lograría un resultado favorable para reformar 
la Constitución y lograr por la vía debida el efecto que el Poder Ejecutivo está procurando. 


SEÑOR MOREIRA.- El invitado ha sido muy claro, pero quisiera hacer algunas preguntas. El artículo 
cuestionado en la Cámara de Representantes fue el 8%, que es el que expresa que los Gobiernos 
Departamentales que no adhieran a este régimen e incumplan cualquier elemento de los contratos 
podrán acceder únicamente a las seis décimas del monto que les corresponda. Me gustaría conocer la 


opinión del doctor Delpiazzo al respecto porque ese artículo fue cuestionado oportunamente por 
algunos especialistas en Derecho Público. 


Como estamos conversando sobre la posibilidad de introducir modificaciones a ese artículo, 
queremos salvar las objeciones de inconstitucionalidad y, en este sentido, tenemos dudas respecto de 
los artículos 2* y 4”. 


El artículo 22 expresa: “La adhesión al Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares 
(Sucive) por parte de los Gobiernos Departamentales se realizará mediante la suscripción de los 
contratos correspondientes por los Intendentes y se realizará por un plazo inicial de quince años 
prorrogables automáticamente por períodos iguales. 


Autorízase a los Intendentes, dando cuenta a la Junta Departamental”, etcétera. 
Evidentemente, la firma es con los Intendentes sin la participación de la Junta Departamental. La 
pregunta es si la aprobación de este contrato, posterior a la firma por el Intendente, estaría salvando la 
objeción de inconstitucionalidad. 


El texto del artículo 4” del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo fue modificado en la 
Cámara de Representantes. Allí se expresa que una comisión conformada por delegados de los 
Intendentes, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas 
elevará al Congreso Nacional de Intendentes una propuesta de valores de aforo vehiculares, alícuotas 
a aplicar sobre ellos y todo otro elemento necesario para calcular el valor del impuesto a los vehículos 
de transporte (numeral 6 del artículo 297 de la Constitución de la República) correspondiente al 
ejercicio siguiente, las formas de pago del tributo, así como todo otro aspecto que contribuya a la 
homogeneidad del monto del tributo. Quiere decir que la Comisión es la que propone y el Congreso de 
Intendentes es el que aprueba. La parte final del artículo señala: “El Congreso Nacional de Intendentes 
resolverá sobre la misma antes del 15 de noviembre de cada año.” En cambio, en la redacción dada 
por la Cámara de Representantes, después de expresar: “El Congreso de Intendentes resolverá sobre 
la misma antes del 15 de noviembre de cada año”, se agrega: “sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 273 y 275 y en el numeral 6%) del artículo 297 de la Constitución de la República”. Quiero 
saber si esa referencia, aunque sea en forma genérica -es decir, sin que se diga “sin previa 
aprobación”-, podría estar salvando, o no, la objeción de inconstitucionalidad. 


SEÑOR DELPIAZZO..- Creo que no, que no salva la objeción de inconstitucionalidad en ninguno de los 
tres casos. Para ser bien claro, me parece que simplemente vale la pena repasar los verbos que se 
utilizan en la Constitución de la República en materia de tributación sobre vehículos automotores. Ellos 
son: “decretar” y “administrar”. El verbo “decretar” para la Constitución y respecto de los Gobiernos 
Departamentales quiere decir dictar un decreto, es decir, un acto con valor y fuerza de ley en el 
departamento. El numeral 39) del artículo 273 emplea el verbo “fijar”. Para que hubiera una base 
constitucional para una iniciativa de esta naturaleza se requeriría que las 19 Juntas Departamentales, a 
propuesta de los 19 Intendentes, fijaran el mismo aforo para el mismo tipo de vehículo. Sin embargo, si 
esto ocurriera, nada impide que esa misma Junta Departamental, con la actual integración o con otra, 
luego modifique esa fijación, porque la competencia constitucional es de la Junta Departamental. El 
Congreso de Intendentes no es un sujeto de Derecho, sino un órgano y se discute si es un órgano de 
la persona pública mayor Estado, o si es un órgano de los 19 Entes personificados Gobiernos 
Departamentales. En todo caso, solo tiene potestades de coordinación -aquí hay ex Intendentes- de lo 
que es competencia de los Intendentes, pero no de coordinación de lo que es competencia de las 
Juntas Departamentales, porque la función legislativa es de la Junta Departamental y el Intendente 
puede coordinar en el Congreso, lo que es propio de la función administrativa. Pero cuando el artículo 
expresa que se van a fijar las alícuotas y demás, en realidad le está expropiando de mala manera a 
cada Junta Departamental una potestad que el constituyente -que somos todos- le dio a la Junta 
Departamental. Quiere decir que para que un mecanismo de esta naturaleza pueda funcionar hay que 
sacarles la competencia que un día se les atribuyó a las Juntas Departamentales de los 19 
departamentos. Todos los demás mecanismos oblicuos o más o menos indirectos que se usen son 
inconstitucionales, porque la ley habla de fijar y de decretar. Eso se hace mediante el ejercicio de la 
función legislativa de cada Gobierno Departamental y no del Poder Legislativo nacional. 


Los Intendentes podrían hacer todo lo demás -es decir, el fideicomiso, la coordinación, los 
contratos- sin necesidad de que se dicte una ley, en tanto hubiere una base uniforme, por ejemplo, si 
se aprobara una norma constitucional. 


SEÑOR MOREIRA.- En el caso de que, en ese mecanismo un poco sesgado de la Comisión con una 
multiintegración, el tema fuera pasado al Congreso de Intendentes y luego cada jerarca Comunal 
tomara como propios los valores de los aforos, las alícuotas, las formas de pago y de descuento -en 
definitiva, lo que fija el tributo-, lo elevara a la Junta Departamental y esta lo aprobara, quisiera saber si 
la objeción no quedaría salvada. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Si cada Junta Departamental aprueba, mientras esté vigente ese decreto no 
habrá ningún reparo. Sin embargo, este último no estará a la aprobación por la Junta, sino al 
mecanismo de resolución por el Congreso de Intendentes. 


La hipótesis que se debe imaginar es que todos los jerarcas comunales retornen con la 
propuesta acordada en el Congreso de Intendentes. A alguno la Junta se lo aprobará, a otro no y a 
algún otro le será sancionado con modificaciones, por lo que seguiremos sin patente única. No quiero 
ser negativo, pero no hay solución por la vía de la legislación ordinaria porque nuestro pueblo, en 
ejercicio de la función constituyente, descentralizó esa potestad legislativa en las Juntas 
Departamentales y, por ende, se la quitó al Parlamento. Por esa razón me pareció importante reseñar 
la evolución constitucional, porque en este tema hubo marchas y contramarchas. Si estuviéramos bajo 
el régimen de la Constitución de 1918, que fue la única que habló de autonomía, incluso local, esto 
sería absolutamente inconcebible. Pero a partir de 1952 hay una especie de retroceso en el 
reconocimiento de la autonomía de los Gobiernos Departamentales, sin perjuicio de los aspectos 
organizativos en los que se avanzó en la reforma de 1997, es decir, en la autonomía de orden 
financiero. Entonces, para proceder en el sentido de una patente única, como un día se procedió en 
relación con una Contribución Inmobiliaria Rural única, hay que sacar esa potestad a las Juntas 
Departamentales que el constituyente quiso que fuera descentralizada y no centralizada en el Gobierno 
Nacional. Por esa razón el Poder Legislativo no puede introducirse en esa materia. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera saber qué sucede en el caso del artículo 8*. 


SEÑOR DELPIAZZO.- El artículo 8% ha sido criticado, más que por una cuestión de estricta 
inconstitucionalidad -porque allí no se refiere a fijar o a dejar de fijar-, porque implica una suerte de 
castigo que se aplica a los Gobiernos Departamentales que no adhieran a ese sistema y queden por 
fuera de él; es decir, está relacionado con aquellos aportes que el Gobierno central está obligado a 
darles en el marco de otra disposición del artículo 297, el numeral 13), que tiene que ver con la cuota 
parte del porcentaje que, sobre el monto total de recursos del Presupuesto Nacional fijará la Ley 
Presupuestal. 


Entonces, en este caso hay una suerte de castigo o de extorsión que ha sido objeto de 
crítica. En realidad, no hay aquí una contradicción obvia con la Constitución, sino un elemento de 
presión o de fuerza sobre los Gobiernos Departamentales para adherir al sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de los aspectos constitucionales, es del caso utilizar el sentido 
común. Obviamente, el artículo 8% está para que la ley no sea inútil. Me explico: todos somos 
conscientes de que hay una norma superior a la ley, la Constitución, que puede hacer que cualquiera 
se salga de ese cauce, que todos quieren aunque en algún momento a alguien puede serle más útil 
salirse. 


Ahora bien, el artículo 4% impone determinados mecanismos de conducta al Congreso de 
Intendentes, y creo que no tenemos impedimento para hacerlo y tampoco para imponer sanciones a 
alguien que no cumple los plazos. Lo que decimos es que si alguien se abre de este sistema va a 
recibir menos dinero del Presupuesto Nacional. Sin embargo, el doctor Delpiazzo nos dice: “No; el 
inciso segundo del artículo 4” no salva las objeciones que tengo”. Supongo que dice eso porque no 
queda a texto expreso, pero mi interpretación del artículo es que el Congreso de Intendentes tomará 
una resolución antes del 15 de noviembre de cada año y, aunque no lo dice, lo elevará a cada 


Gobierno Departamental, sin perjuicio de que se apliquen los artículos 273 y 275 de la Constitución de 
la República. 


Pongamos un ejemplo: no hay ley y todos los Gobiernos Departamentales fijan la misma tasa, 
la alícuota y el aforo para siempre, y resuelven disponer un plazo. Entonces, año a año el Congreso de 
Intendentes actúa como “congreso asesor” -entre comillas- y eleva a los Gobiernos Departamentales 
los aforos; a su vez, las Intendencias le dan el cauce que corresponde, que es el de ser aprobado por 
parte de las Juntas Departamentales o por decreto cuando el Intendente tiene autorización legal de la 
Junta Departamental, y ya son muchas las Intendencias que cuentan con ese mecanismo. A través de 
la ley se estarían fijando las fechas. ¿Las objeciones de inconstitucionalidad son menores si la 
resolución del Congreso es imperativa? Podrán decirme: “Mire: el inciso segundo del artículo 4% va en 
la buena dirección, pero no alcanza”. Entonces, elaboremos otra redacción sin quitarles potestad, 
porque hay Intendencias que han fijado un aforo y la Junta Departamental dio potestad a los 
Intendentes para determinar las alícuotas. En el caso de Montevideo, la Patente de Rodados será la 
que fije el Congreso de Intendentes, porque hubo una instancia departamental que lo autorizó. 


El numeral 69) del artículo 297 de la Constitución, que habla de las fuentes de recursos de los 
Gobiernos Departamentales, me parece muy claro ya que en la última frase hace mención a los 
vehículos de transporte. Creo que no era algo muy importante porque ni siquiera lo establecieron en un 
numeral aparte. 


Se me podrá decir que hay algunos aspectos de intromisión, pero las inconstitucionalidades 
son menores y acá podrían reclamar dos sujetos: por un lado, la Junta Departamental -que ya habrá 
hecho el proceso correspondiente y, por lo tanto, no lo va a reclamar- y, por otro, el que paga la 
patente. Pero en la medida en que la patente estaría determinada por una norma, en mi opinión la 
Suprema Corte de Justicia podría decirle a quien la paga que tiene razón, que no se la puede cobrar el 
Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares, sino que debe hacerlo la Intendencia 
correspondiente, pero que el monto no cambiaría. Aunque el Congreso de Intendentes haya sido el que 
determinó o aconsejó el monto, todas las Intendencias pasaron por el proceso jurídico correspondiente. 
Entonces, plantear un juicio para que me digan que no me la puede cobrar un órgano, sino otro, pero el 
monto sigue siendo el mismo, no tiene mucho sentido. 


En resumen, me parece que el artículo 4” propuesto por el Poder Ejecutivo estaba -como 
quien dice- rengo. Se podrá decir que tenemos que mejorar el aprobado por la Cámara de 
Representantes, pero no que no se están atendiendo los artículos de la Constitución referidos a las 
potestades de la Juntas, de las Intendencias y el numeral 6* del artículo 297. 


SEÑOR DELPIAZZO.- No veo que pueda haber algún reparo constitucional en fijar fechas o períodos 
para la realización de determinadas actividades en el orden administrativo. Sí me parece que la cita, 
por medio de un artículo, de una disposición legal de determinadas normas constitucionales, no salva 
la eventual contrariedad que ese mismo texto u otro tengan respecto del contenido del artículo citado. A 
su vez, coincido con el señor Presidente en que no tendría mayor trascendencia la acción de 
inconstitucionalidad que pudiera plantear un contribuyente, ya que en nuestro país dicha acción 
produce efectos solo en el caso concreto. Por eso, cuando me refería al riesgo de inutilidad que veo en 
este instrumento legal, no estaba aludiendo a los contribuyentes sino a las acciones de 
inconstitucionalidad o de lesión de autonomía que puedan plantear una o más Juntas 
Departamentales, las cuales dejándolas al margen del sistema, quiebran con el propósito perseguido 
por la iniciativa, que es el de la unificación del monto a cobrar por concepto de patente vehicular. 


De todas maneras, más allá de la cita de las disposiciones constitucionales, si se lee bien 
este artículo se podrá advertir que hay inconstitucionalidad porque el Congreso de Intendentes no tiene 
facultad para dictar actos administrativos que luego, en el ámbito interno de cada departamento, se 
conviertan en materia para una eventual iniciativa del Intendente frente a la Junta Departamental. El 
Congreso de Intendentes, de acuerdo con la Constitución, no puede resolver absolutamente nada dado 
que es un órgano con competencias de coordinación. Lo que pretende expresar el artículo 4* es que el 
valor único a cobrar por las diecinueve Intendencias por concepto de patente vehicular, va a estar 
determinado por una resolución del Congreso de Intendentes. Incluso se plantearían dificultades, como 
la de decidir qué sucede si el Congreso de Intendentes adopta la resolución por mayoría. Quienes 


voten negativamente en el Congreso, ¿quedan obligados a presentar esa propuesta ante su Junta 
Departamental? Quizás el señor Senador podrá argumentar que, precisamente, el artículo 8 está para 
que nadie se desvíe. Entonces, estaríamos forzando una unanimidad que puede no tener el titular del 
órgano Intendencia o que pueden no tener los titulares de los órganos Juntas Departamentales, por la 
simple razón de que se pretende aprobar este asunto mediante una ley ordinaria cuando el mecanismo 
teórico para solucionar este tema -existe el antecedente histórico de la Contribución Inmobiliaria Rural- 
es modificar la Constitución de la República para que esta competencia pase al Poder Legislativo y 
este la normatice como quiera, sin necesidad de obligar a los Intendentes a ponerse de acuerdo ni a 
generar una problemática jurídica encadenada que puede ser muy complicada. Por ejemplo, cuando un 
Intendente vota negativamente en el Congreso y vuelve a su departamento, ¿le propone a la Junta 
Departamental lo que votó el Congreso de Intendentes, lo que le parece buenamente a él, u otra 
tercera cosa? En cualquiera de las hipótesis estamos conspirando contra el objetivo buscado, porque si 
eso ocurre vamos a estar con una base de aforos y alícuotas diferentes en un departamento, en dos, 
en tres o en los que fuere. 


O sea que, para que esto funcione, estamos apostando a la unanimidad de algo, pero no 
necesariamente podemos garantizar que en quince años existan unanimidades de todos los 
Intendentes y de todas las Juntas Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Delpiazzo no consideró la hipótesis de lo que podría suceder si 
pensamos en un escenario de dos tercios y el pueblo rechaza esa posibilidad. Uno siempre se pone 
del lado de la hipótesis más ventajosa; pero supongamos que vamos, por los dos tercios, a cambiar el 
numeral 6 del artículo 297 con un texto simple y que, por alguna razón, por esa coma que alguien 
agrega a último momento, al pueblo uruguayo no le resulte claro. En lo que refiere a plebiscitos, hay 
algunos que han sido aprobados, pero otros no. Así sucedió con la minirreforma; luego se hizo otra 
reforma que tocaba nuevamente esos aspectos. Por lo tanto, como comprenderá el doctor Delpiazzo, 
ese es un tema complejo. 


Por otro lado, quizás el doctor podría ayudarnos -si no lo contrariamos- con relación al inciso 
segundo y cómo podría estar redactado. Digo esto en el entendido de que el Congreso de Intendentes 
resuelve por mayoría. El proceso se inicia año a año o, por lo menos, los años en que cambian los 
valores -el natural cambio correspondiente en cada Junta Departamental-, y el Gobierno Departamental 
que sale tiene todo el derecho constitucional de hacerlo. Pero, naturalmente, si no quiere participar en 
las obligaciones, no va a ir en los premios. 


Hay otro aspecto sobre el que quiero consultar. El artículo 2* refiere a la suscripción de los 
contratos correspondientes por los Intendentes; si allí, en lugar de hablarse de los Intendentes, se 
hablara de los Gobiernos Departamentales -más allá de repasar o revisar el inciso segundo-, ¿con eso 
se salvaría que contratos a quince años no fueran firmados solo por el Intendente, sino por el Gobierno 
Departamental? Lo que allí figura no hace a los tributos, sino a un contrato o sistema de recaudación. 
La duda que tengo es si estando firmado por el Gobierno Departamental -aunque, obviamente, el que 
firma es el Intendente- estaríamos atendiendo, de alguna forma, ese aspecto. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero hacer una consideración, por un lado en mi condición de legislador y de 
abogado y, por otro, como ex Intendente y ex Edil, lo que hace que no sea muy fácil ni ortodoxa la 
posición que voy a expresar. 


Tengo la impresión de que tenemos claramente un caso donde las normas constitucionales 
vigentes o que regulan esta materia han ido quedando desacompasadas en el tiempo de acuerdo con 
las nuevas realidades porque -como lo decía hoy en una reunión de Bancada- el caso de un 
vehículo de transporte no es el mismo que el de un inmueble rural o el de una propiedad urbana. ¿Por 
qué? Porque la propiedad urbana o el inmueble rural no se pueden mover, no se pueden trasladar de 
un departamento a otro. Además, el problema de los vehículos es que no son aquellos Ford V-8 de 
hace cincuenta o sesenta años, como tampoco las carreteras son las de aquella época. En definitiva, la 
movilidad que tiene este vehículo como sujeto pasible de tributo es muy grande y eso es lo que, con el 
transcurso del tiempo, ha ido agravando este problema. Recuerdo que en mi época de Intendente 
alguien decía “¡Cómo nos vamos a poner de acuerdo nosotros si ni siquiera los Coroneles pudieron 
ponerse de acuerdo cuando gobernaban las Intendencias durante el período de facto!”. Asimismo 


puedo agregar que participamos del acuerdo de Paso Severino -el señor Senador Moreira fue 
coprotagonista en esa instancia- donde, en realidad y de acuerdo con lo que ha expuesto el doctor 
Delpiazzo, es evidente que transgredimos la Constitución. En aquel momento lo que se logró fue un 
acuerdo y las Juntas Departamentales de prácticamente todos los departamentos, con excepción de 
Flores -que no votó-, dieron una especie de autorización al Congreso de Intendentes para que sus 
técnicos elaboraran las tablas de aforo y establecieran las alícuotas correspondientes a los efectos de 
calcular el tributo. Tan así es que antes de fin de año las Intendencias recibíamos un diskette del 
Congreso de Intendentes en el que se nos informaba cuál era el valor a aplicar según el tipo de 
vehículo. Por supuesto que luego esto se tergiversó porque como cada Intendencia tenía la potestad 
de, por ejemplo, fijar valores de bonificación por pago contado o por buen pagador, mientras una daba 
el 5% o el 7%, otra otorgaba el 20% o el 25%. Esto también ayudó a tergiversar el tema y ni hablemos 
de aquellos Gobiernos Departamentales que empezaron a aplicar valores de alícuotas y aforos por su 
cuenta; en general tomaban los aforos del Congreso, pero variaban la aplicación de las alícuotas, con 
lo que se generó una competencia entre las Intendencias para ver quién bajaba más el monto. 


Todo esto ha determinado que el tema esté nuevamente sobre la mesa. Tal como decíamos 
algunos de los que estábamos charlando hace un rato, para nosotros este tema ya no es nuevo sino 
que lleva muchos años de discusión. Naturalmente, comprendo el punto de vista que plantea el doctor 
Delpiazzo, en el sentido de que esto requeriría una ley constitucional, pero lo cierto es que una ley de 
ese tipo tiene sus dificultades, no solo por su instrumentación; se necesita tiempo, etcétera. Mientras 
tanto tenemos un problema que sigue afectando a las Intendencias y creo que de no haber alguna 
solución las va a afectar más en los próximos años, porque esta carrera para ver quién baja más a fin 
de tratar de incorporar vehículos de otros departamentos se va a agravar; es un proceso inexorable. En 
la medida en que algunos comiencen a verse afectados por lo que otros están haciendo, la patente 
bajará más de lo que se bajó en el período anterior. Vamos en una carrera que es francamente suicida 
porque -como alguien dijo alguna vez- si seguimos por este camino vamos a terminar con que el costo 
de la Patente de Rodados va a ser insignificante, un tributo de baja cuantía; esto es a lo que obliga 
esta carrera. 


Muchas veces se dice que los que bajan el valor de la Patente de Rodados son los buenos 
administradores mientras que los que lo mantienen son malos administradores. Más allá de las buenas 
o malas administraciones que existan, la Patente de Rodados es un tributo a un vehículo y no a un bien 
inmueble. Por consiguiente, la experiencia -basta con estudiar las tablas de información de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto- nos permite darnos cuenta de que en algunos departamentos los 
precios han bajado. Creo que no se trata de que hayan hecho menos obras o administrado con menos 
recursos, sino que han compensado los recursos que perdieron bajando el precio de la patente. En 
realidad, han ganado en términos de recaudación porque muchos vehículos de otros lugares del país 
fueron empadronados precisamente en ese departamento. Esto ha sido particularmente más fuerte en 
el sur del país -año tras año se plantea el problema- porque en el norte parece que nos cuidamos un 
poco más, o estamos más lejos uno de otro. 


No es fácil encontrar un camino en esta instancia y uno desearía que las soluciones se 
aproximaran lo más posible a las disposiciones constitucionales que, obviamente, nadie quiere violar 
en un Estado de Derecho. El tema es que si vamos a esperar por una ley constitucional, 
probablemente se van a dar más complicaciones en el futuro. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Señor Presidente: advierto su preocupación y también la del señor Senador Da 
Rosa en cuanto a que un plebiscito podría resultar negativo, más allá de alguna dificultad en su 
instrumentación. En algunos sectores de la vida política del país y en algunos movimientos -sobre todo 
en el interior de la República-, la autonomía de los Gobiernos Departamentales, y en particular la 
autonomía de su potestad financiera, son algo muy caro; podrían levantarse discursos a favor de la 
autonomía financiera -que es lo que quiso la Constitución vigente- y en ese sentido no estar de 
acuerdo con su modificación. Esto es verdad: es un riesgo y puede ser una posibilidad, pero ello no 
bendice el hecho de que se pueda alcanzar una solución por la vía legislativa porque nos resulta poco 
andadero el camino de la ley constitucional. 


Con respecto al tema de la movilidad de los vehículos que planteaba el señor Senador Da 
Rosa, es así, pero el Parlamento legisló a ese respecto con la denominada Ley de Empadronamiento, 
que si se quiere es mucho más sencilla que esta. Sin embargo, ya planteó muchas acciones de 


inconstitucionalidad y lesión de autonomía donde la Suprema Corte de Justicia no ha tenido criterios 
unánimes -mejor dicho, no han tenido un criterio unánime sus integrantes-, y el fallo ha sido tres a dos, 
lo que nos podría indicar que en algún momento también la jurisprudencia de este órgano podría 
cambiar en algo que, a mi juicio, en relación a un eventual apartamiento constitucional, está mucho 
más cerca del texto constitucional que una solución como la que se implementa en este proyecto de 
ley. 


El Acuerdo de Paso Severino creo que no merecía la tacha de inconstitucionalidad porque el 
medio que se utilizó en esa oportunidad para alcanzar la solución fue precisamente una instancia de 
coordinación entre los Intendentes; no fue una ley. Tan así fue que los Intendentes lo plantearon a sus 
respectivas Juntas Departamentales. Además, respetaron tanto la autonomía financiera de cada Junta 
Departamental, conforme al numeral 3%) del artículo 273 de la Constitución, que alguna Junta 
Departamental lo votó negativamente o no lo votó. 


El problema que se plantea frente a una iniciativa como esta es el instrumento. Se trata de 
una ley nacional aprobada por el Parlamento; por lo tanto, no es una instancia de coordinación 
administrativa ni surge como producto de una cohesión para alcanzar pronunciamientos directos entre 
las diecinueve Juntas Departamentales. Si así fuera, el problema estaría solucionado, porque para 
crear un fideicomiso, unificar el régimen de cobro y todo lo demás establecido para el Sucive, no se 
necesita una ley, por lo que sí puede surgir, por ejemplo, de una instancia de coordinación en el marco 
de un Congreso de Intendentes. 


El aspecto que este proyecto de ley introduce y que, a mi juicio, objetivamente resulta 
contrario a la Constitución -Justino Jiménez de Aréchaga, desde el retrato, nos mira con cara muy 
seria, no sé si solo hoy o todos los días-, es que se adopta un instrumento por medio del cual resuelve 
el Congreso de Intendentes. No es la Junta Departamental la que lo fija y eso no es lo que dice la ley. 
Es más; si el Gobierno Departamental no adhiere a este sistema, además de los perjuicios que derivan 
de no estar dentro del acuerdo de la patente única, va a tener el castigo de no recibir el cien por ciento 
de la cuota parte que le corresponde de acuerdo con el numeral 13) del artículo 297. Eso se debe a 
que los constituyentes no quisieron una patente única. Quizá no lo pensaron o, como explicaba el 
señor Senador Da Rosa, se contempló otra realidad. Lo cierto es que los constituyentes quisieron una 
patente múltiple y que cada Gobierno Departamental fuera dueño de su propia patente, que la fijara la 
Junta Departamental a propuesta del Intendente y la administrara y decretara cada Gobierno 
Departamental según su parecer. Tal como surge del articulado y de los objetivos que se plantea el 
Poder Ejecutivo -que personalmente comparto-, con este proyecto de ley estamos acudiendo a un 
instrumento que desconoce la potestad del Intendente de proponer, la de la Junta Departamental de 
fijar y decretar, etcétera. 


Por lo tanto, me parece que aquí -y por eso yo advertía del riesgo de inutilidad del sistema- 
estamos equivocando el camino y el instrumento porque en la Constitución se quiso establecer 
patentes diversas. Si queremos una patente única, esta no es la vía a seguir. Por cierto, manifiesto mi 
mejor disposición para tratar de encontrar redacciones que, de alguna manera, dejen más tranquilos a 
los señores Senadores, pero eso no va a eliminar mi preocupación por la inconstitucionalidad, ya que 
ella deriva de la claridad de los verbos nucleares que las disposiciones constitucionales tienen en esta 
materia. 


SEÑOR PASQUET.- En opinión del doctor Delpiazzo, ¿cuál es la naturaleza jurídica de este Sistema 
Unico de Cobro de Ingresos Vehiculares? ¿Es un sujeto, un fondo, un patrimonio de afectación 
independiente o un sistema de normas? 


SEÑOR DELPIAZZO.- En realidad, la ley no define su naturaleza jurídica y sería muy bueno que lo 
aclarara. A mi juicio, el Sucive es un órgano porque tiene potestades para decidir cosas, es decir, 
puede manifestar la voluntad etática; además, es un órgano de la persona pública mayor Estado. Si es 
un órgano, tiene que serlo de alguna persona jurídica, pero del modo en que está instrumentado, o 
sea, con la participación de autoridades del Poder Ejecutivo, solo podría implementarse en la persona 
pública Estado. No cabría ubicarlo dentro de ningún Gobierno Departamental y tampoco se lo califica 
como sujeto de Derecho, en cuya hipótesis debería ser un Ente Autónomo o un Servicio 
Descentralizado. 


El fideicomiso es un negocio, un patrimonio de afectación no personificado, cuyo gestor o 
administrador de alguna forma va a ser el Sucive, conjuntamente con el Congreso de Intendentes. 


De manera que, aunque la iniciativa alude a un Sistema Único -la “S” de Sucive alude a un 
Sistema y, por lo tanto, podríamos pensar que se trata de la denominación de una institución 
administrada por otro órgano o ente jurídico-, en la medida en que en el artículo 3% se utilizan verbos 
como “Designar”, “Solicitar” y “Autorizar”, deberíamos concluir que se trata de un órgano; en ese caso, 
pertenece a la persona pública mayor Estado. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Carlos Delpiazzo y le adelantamos que 
seguramente en algún momento requeriremos de su pluma. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Señor Presidente: como siempre, mi presencia en la Comisión más que un 
gusto ha sido motivo de honra. Desde ya quedo a las órdenes para ayudar en todo lo que esté a mi 
alcance. 


(Se retira de Sala el doctor Delpiazzo.) 


(Ingresa a Sala el doctor Pérez Pérez.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida al 
doctor Alberto Pérez Pérez, a quien formalmente pedimos disculpas por el atraso y por el reducido 
número de miembros de la Comisión, pero desde ya adelantamos que sus palabras van a ser más que 
leídas para el proceso de discusión, tanto en este ámbito como en el Plenario. 


Sin más trámite, agradecemos su visita y le cedemos el uso de la palabra a los efectos de 
que nos brinde su opinión sobre el proyecto de ley. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Señor Presidente: no hay por qué pedir excusas, ya que la Comisión tiene 
plenas facultades para recabar los asesoramientos que necesite; evidentemente, el cantor anterior era 
muy bueno porque se pasaron pidiéndole bis. Seguramente no voy a estar a su altura porque las 
primeras palabras que dijeron todos mis hijos -que son seis- fueron “cantes no, papá”; el canto no es mi 
fuerte. 


Lamento no haber podido dedicar a este tema todo el tiempo que merece, pero hasta hace 
pocos días no sabía que tendría que concurrir a la Comisión. Anteriormente había tenido noticias 
periodísticas sobre la iniciativa y hoy me encuentro en vísperas de viajar por el período de sesiones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Reuní los elementos que pude -por supuesto que 
conté con la cooperación del personal de la Comisión que me los envió- y haré lo posible por informar 
sobre el juicio que me merece este proyecto de ley. 


Cuando salía, el doctor Delpiazzo no solo tuvo la amabilidad de saludarme y preguntar por mi 
salud, sino que también me dijo: “Espero que usted le encuentre algo bueno a esta ley porque yo no 
pude”. Le respondí que le encontraba todo bueno. Sé que los dos exageramos un poquito; creo que el 
doctor Delpiazzo debe haberle encontrado algo bueno y uno puede observar ciertos defectos de 
redacción u otros aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El propósito es bueno. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- A mí me dijo que muy a su pesar no había encontrado nada. Obviamente, 
tenemos una cordial relación. 


Me parece que no solo el propósito es bueno, sino que es un proyecto de ley que trata de 
resolver un problema muy serio. Cuando nos llaman a los que nos dedicamos al estudio del Derecho 
Constitucional se supone que es para saber si la iniciativa está de acuerdo o no con la Constitución de 
la República. No voy a ingresar en otros aspectos -como el del fideicomiso- que están por fuera de mi 
ámbito de conocimiento, no solo especializado sino también en líneas generales. Tampoco voy a entrar 
a analizar -aunque si se quiere podemos hacerlo en forma conjunta- los temas sobre la naturaleza 
jurídica de determinado órgano, de tal parte o del sistema. Por tanto, me voy a ceñir a si aquí hay algo 
contrario a la Constitución de la República. 


Tendría que comenzar diciendo que mientras este proyecto no se convierta en ley vamos a 
tener una situación seriamente contraria a la Constitución de la República, porque contamos con 
Gobiernos Departamentales que cobran un impuesto que no corresponde a su jurisdicción, ni 
correspondía antes de la ley de empadronamiento. Ahora hay una norma interpretativa de la 
Constitución que intentaron que no les fuera aplicable -no lo han conseguido-, y aparentemente lo 
siguen haciendo. Por tanto, estamos partiendo de una grave situación de afectación de la Carta 
Magna. 


Como juicio general puedo decir que este es un proyecto perfectamente constitucional, que 
encuadra dentro de los parámetros de la organización constitucional y las normas legislativas con valor 
de ley orgánica. Este juicio general parte de lo que dice la Carta, la cual organiza un Estado unitario 
muy fuertemente descentralizado, con una importante descentralización en materia de cometidos y 
atribuciones, dentro de las cuales está la potestad tributaria sobre ciertas fuentes impositivas, y no 
sobre las que no están enumeradas allí o no se agregan en virtud de la ley ampliatoria prevista por el 
artículo 298 de la Constitución de la República. Muchas de estas cosas las vamos a analizar a partir de 
la Constitución, pero también debemos tener presente que la Carta prevé algo que ni siquiera fue 
mencionado, salvo al pasar, en algunas de las exposiciones anteriores. No pude aprovechar el último 
envío de los archivos electrónicos sobre estos temas porque anoche me quedé sin conexión a Internet; 
los pude abrir recién en el día de hoy luego de volver de dar clases y del dentista. 


No creo que nadie se haya referido al tema de la Ley Orgánica de los Gobiernos 
Departamentales de una manera central. Dicha Ley está presupuesta por la Constitución. Además, la 
menciona cuando alude a las atribuciones de las Juntas Departamentales en el numeral 11) del artículo 
273 indicando, entre ellas, la de poder pedir al Poder Legislativo modificaciones o ampliaciones a la 
Ley Orgánica de los Gobiernos Departamentales. Sin embargo, es un elemento trascendente dentro de 
una Constitución que, como todas, no puede decir todo, sino que expresa lo fundamental y deja otras 
cosas libradas a los desarrollos que haga el ordenamiento jurídico posterior. Creo que tampoco se citó 
en ningún momento -puedo equivocarme- la opinión de quien fue nuestro principal jurista en Derecho 
Administrativo a lo largo de la historia, como es el profesor Enrique Sayagués Laso. Él se refería a la 
importancia de la Ley Orgánica de los Gobiernos Departamentales en la parte general y teórica de su 
“Tratado de Derecho Administrativo”, incluso poniéndola como ejemplo de lo que él consideraba una 
cuarta función jurídica del Estado -además de la legislativa, la administrativa y la jurisdiccional-, que es 
la constituyente. Consideraba que actos constituyentes eran los de creación y organización de las 
personas jurídicas. Esto indicaba -lo que lo llevaba a realizar ciertas apreciaciones en alguna nota de 
pie de página que si los señores Senadores entienden de importancia luego podremos leer; me 
conformo con decir que así es- que, precisamente, la consideración de la existencia de ese tipo de 
función jurídica del Estado servía para resolver algunos problemas prácticos de aplicación de un texto 
constitucional como el nuestro que a la ley, en general, no le permite ingresar en lo que son los 
cometidos de los Gobiernos Departamentales para legislar. Sin embargo, sí le permite -e incluso hasta 
le impone- intervenir para establecer una ley orgánica de los Gobiernos Departamentales, función 
constituyente que no todos comparten, y a mí me parece que exagera un poco en este aspecto. 


Una de las cosas fundamentales que debería hacer una ley orgánica de los Gobiernos 
Departamentales es aclarar no solo la organización, sino el funcionamiento y las competencias de los 
órganos establecidos por la Constitución, respetando su letra y su espíritu cuando puedan surgir 
dificultades de aplicación o conflicto entre las competencias atribuidas a uno y otro. Tengamos en 
cuenta que, por el momento, hay diecinueve Gobiernos Departamentales y que si cada uno pretendiera 
abarcar todo lo que hay en todo el territorio del país, no lo podría hacer. 


Atexto expreso, que yo recuerde, la Constitución solo habla de “dentro de los límites de su 
jurisdicción” para aludir a algo que, elementalmente, tenía que ser así, como la Contribución 
Inmobiliaria o impuesto sobre la propiedad inmueble. Pero no tenemos que pensar que eso se aplica a 
todo; si no, habría diecinueve impuestos concurrentes sobre los espectáculos públicos porque, por 
ejemplo, cantó alguien que nació en el departamento, o algún otro caso por el estilo. Tiene que haber 
un criterio racional de distribución. Incluso, en temas inmobiliarios el ordinal 29) del artículo 297, cuando 
habla del impuesto a los baldíos, no dice que tiene que ser sobre los baldíos que estén en el 
departamento, pero a cualquiera se le ocurre que tiene que ser precisamente sobre los baldíos del 
departamento. Entonces, cuando habla de impuestos a los vehículos, obviamente, insisto en que 
tienen que determinarse con un criterio racional. 


A ese respecto, hoy tenemos una ley interpretativa de la Constitución, que vale como tal - 
artículo 85, numeral 20)- y también como parte de una ley orgánica, por lo menos en sentido 
sustancial, no de un cuerpo normativo único al que llamemos ley orgánica. Sabemos que seguimos con 
la vieja Ley Orgánica de 1935 a la que algunas veces se le hacen modificaciones y otras se la deja de 
lado y se la modifica o se le agregan temas sin decirlo. 


No voy a referirme a algunos temas que aquí se mencionaron -salvo que los señores 
Senadores así lo deseen-, como las modernas corrientes y tendencias en materia de interpretación 
constitucional, argumentación constitucional o el bloque de constitucionalidad, términos que pueden ser 
compartibles, pero que hay que saber qué quieren decir, en particular el del bloque de 
constitucionalidad. Digo esto porque fue utilizado en algunas de las intervenciones anteriores. Se 
sostiene que podemos encontrar inconstitucionalidades sin decir qué parte de la Constitución está 
vulnerada, que la inconstitucionalidad no requiere necesariamente la vulneración de un artículo en 
concreto. Lo único que me voy a permitir decir a este respecto es que parece haberse olvidado allí lo 
que establece el artículo 512 del Código General del Proceso que, al regular los requisitos del petitorio 
de declaración de inconstitucionalidad, establece que debe hacerse por escrito, indicándose con toda 
precisión y claridad los preceptos que se reputen inconstitucionales y el principio o norma 
constitucional que se vulnera, o en qué consiste la inconstitucionalidad en razón de la forma. La 
petición indicará todas las disposiciones o principios constitucionales que se consideren violados, 
quedando prohibido el planteamiento sucesivo de cuestiones de inconstitucionalidad. 


Uno de los grandes problemas que plantea la Constitución uruguaya, tal como está 
redactada -acá hay personas con experiencia en Gobiernos Departamentales que sin duda lo saben-, 
es que la atribución de recursos financieros a los departamentos se ha hecho sin tener en cuenta las 
diversas características y cometidos que existen entre un departamento y otro. Esto es perfectamente 
notorio cuando hablamos, por ejemplo, de la Contribución Inmobiliaria urbana y suburbana; no es lo 
mismo en Montevideo o en Maldonado que prácticamente en cualquier otro departamento de la 
República, con todos los respetos debidos al ex Intendente de un departamento con importantes 
ciudades. Lo cierto es que como recurso financiero no representa ni sombra de lo mismo. 


Por otro lado, desde que en la Constitución de 1967 la Contribución Inmobiliaria Rural o los 
impuestos sobre la propiedad inmueble rural pasaron a ser fijados por el Poder Legislativo, ello 
significó -si no me equivoco- una verdadera rebaja y luego una congelación de los ingresos. A esto se 
deben algunas de las cosas que se han sugerido. Creo que habría que hacer lo mismo con lo que 
hasta ahora llamamos Patente de Rodados, aunque en este proyecto de ley, tal como viene de la 
Cámara de Representantes, se denomina de otra manera, lo que me parece correcto salvo cuando se 
habla del fondo de unificación, porque sigue siendo la Patente de Rodados. Me parece que se pierde 
de vista que si la fijación de la cuantía de los tributos, que son recursos de los Gobiernos 
Departamentales, queda en manos del Gobierno Nacional, eso puede llegar a significar algo parecido a 
lo que ha ocurrido con la Contribución Inmobiliaria Rural. 


Asimismo, quiero agregar que la fijación o la determinación de los recursos financieros de los 
Gobiernos Departamentales no toma en cuenta los distintos cometidos. Por ejemplo, el Gobierno 
Departamental de Montevideo tiene el cometido de saneamiento que en el resto del país se hace a 
través de un Servicio Descentralizado de carácter nacional, pero los recursos de los Gobiernos 
Departamentales son los mismos en todos lados. Vamos a no estudiar ahora lo que en su momento fue 
motivo de otros dictámenes donde casualmente también discrepamos amablemente con el doctor 
Delpiazzo; me refiero a la naturaleza de la Tasa de Saneamiento. 


Observemos este caso particular de los impuestos a los vehículos porque nos tiene que 
llevar a una interpretación racional y razonable de lo que dice el artículo 297, numeral 6* in fine, para 
salir de esto que se suele llamar la “guerra de las patentes”. Creo que jurídicamente la guerra de las 
patentes es imposible; no podría existir porque tiene que haber un criterio racional y razonable que si 
no se ha podido lograr por otras vías, ahora esta impuesto por la ley de empadronamiento. Guste o no, 
esa es la norma vigente y habría que aplicarla. Lo que sucede es que a veces no se puede aplicar la 
ley sin recurrir a formas que, sin ser de coacción física, resulten de apariencia impuesta. Por eso me 
parece un buen camino que se haya buscado una solución coordinada, con todo lo que cuesta, sin 
duda, poner de acuerdo a diecinueve Intendentes y, eventualmente, a diecinueve Juntas 
Departamentales. 


Por otro lado, desde el punto de vista realista es explicable la guerra de las patentes, porque 
es una forma a la que han debido recurrir algunos de los Gobiernos Departamentales frente a las 
deficiencias de un texto constitucional -que algún día habría que rever- que asigna recursos 
financieros sin tener en cuenta cuáles son los cometidos y que de tanto en tanto atribuye más 
cometidos a los Gobiernos Departamentales sin decir cómo diablos van a pagarlos. Esto resulta 
sumamente difícil. 


Me parece que el proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión es un buen camino 
para lograr la paz y no la guerra en el tema de las patentes, y también la vigencia del Derecho de la 
norma constitucional racional y razonablemente interpretada. ¿Por qué? Porque en esto se ha puesto 
mucho empeño y paciencia y estoy seguro de que así debe ser. Hace años concurrí a las reuniones del 
Congreso de Intendentes cuando se trataban estos temas y recuerdo que, además de ser muy bien 
atendido en todos los departamentos, las negociaciones eran largas, las posiciones al igual que las 
realidades eran diferentes y, por lo tanto, era difícil ponerse de acuerdo. Obviamente, ello es necesario, 
pero es una tarea difícil. 


Hasta la fecha la actuación del Poder Ejecutivo ha sido eficaz, motivadora y facilitadora, no 
imponiendo soluciones sino tratando de que se llegue a un acuerdo, que el Poder Legislativo lo 
respalde, y que se den las garantías de que ningún Gobierno Departamental perciba menos recursos 
que los que obtenía en el pasado inmediato, hasta que la cosa cambie. 


Por otra parte, aparece en el proyecto de ley, sin tener aparentemente nada que ver con los 
impuestos a los vehículos, una solución al tema financiero del alumbrado público que es un dolor de 
cabeza para muchas Intendencias. Por lo que he leído al respecto, son bastante pocas las que están al 
día y, si no pagan, van a recibir una carta de la UTE avisándoles que deben pagar antes de una 
determinada fecha. 


Algunos de estos temas se proponen condicionados en el texto del proyecto de ley, pero no 
me refiero al alumbrado público, que parece ser un regalo y al que, hasta la fecha, ningún Legislador 
se opone. Pienso que esta opción no hubiese sido planteada por el Poder Ejecutivo si no hubiese 
venido junto con otros temas. En otros casos aparece vinculado a que haya un acuerdo entre todos los 
Gobiernos Departamentales -y lo digo desde ya-, lo que significa un acuerdo de los órganos 
constitucionalmente competentes de los Gobiernos Departamentales. En ninguna parte observé que se 
hubiera tratado de imponer una solución que soslayara esa competencia, e incluso en el repartido del 
proyecto de ley que fuera aprobado por la Cámara de Representantes, con los informes en mayoría y 
en minoría y en el Mensaje del proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, se dice que esto intenta 
ser una contribución a la solución del problema planteado, de modo que sin infringir en absoluto las 
competencias constitucionalmente establecidas para los Gobiernos Departamentales, se facilite a los 
Intendentes Municipales la obtención de los acuerdos necesarios para el establecimiento de un sistema 
perdurable de homogenización en el monto del tributo a pagar, correspondiente a los vehículos que 
circulan en el país. Esto nos indica la forma en que uno debería leer el proyecto. No se trata de una 
norma que quite, expropie, o desconozca las competencias del Intendente y de las Juntas 
Departamentales, sino que trata de lograr que esas competencias sean ejercidas armónicamente 
mediante el acuerdo de todos los Gobiernos Departamentales. Sin embargo, es un sistema que no va 
funcionar si no empieza a haber acuerdo, unánime o de la gran mayoría de los Gobiernos 
Departamentales, y si no se mantiene a lo largo del tiempo. Esto no es un invento uruguayo aunque 
acá no aparezcan indicaciones de fuentes de Derecho Comparado. Quizá sí es un invento de otros 
lados logrado por separado; es lo que sucede en países federales como Estados Unidos de América, 


donde los estados miembros del Estado Federal no podrían subsistir financieramente si no tuvieran 
ayuda del Gobierno Federal, denominada subsidio de ayuda o grant-in-aid. Normalmente esta ayuda 
está condicionada a la aplicación de políticas propuestas por el Gobierno Nacional o convenidas entre 
unos y otros 


Incluso podríamos pensar en otro ejemplo vinculado a la práctica de los Estados Unidos de 
América. Como cada uno de esos estados miembros tiene su propio Derecho Civil, Procesal, Penal, 
etcétera, se generan problemas porque es un país que ha vivido muchos años como una nación única; 
ya no se trata de esas trece colonias recién independizadas y celosas de lo que pensaban las demás. 
Entonces, ¿cómo se logra la armonía en ese tema? A través de la negociación, de la paciencia, y de la 
redacción y utilización de textos que voluntariamente los estados puedan ir aceptando a través de lo 
que llaman, en algunos casos, leyes uniformes y, en otros, códigos modelos, que no valen como tales 
sino en la medida en que, por ejemplo, en los Estados de Nueva York, California o Massachusetts, 
adopten esa ley uniforme sobre determinada materia o sobre el Código Penal modelo. 


En definitiva, creo que el tema no consiste en averiguar, como en algún momento 
groseramente se ha dicho, si el punto es inconstitucional -con todo respeto digo que fue una 
exageración-, sino saber si en alguna parte existen disposiciones que infringen lo que dice nuestra 
Constitución. 


Se ha hablado -y es racional lo que se dice en Derecho- de que una ley, en principio, debe 
ser interpretada de conformidad con la Constitución. Hace unos años se decía que toda ley goza de 
una presunción de constitucionalidad, cosa que no es verdad; las leyes pueden ser inconstitucionales o 
constitucionales según de qué se trate. Lo que sí tenemos que hacer, de ser posible, es interpretarla 
conforme con la Constitución y, en ese sentido, a veces se habla de interpretación constitucionalizante. 
Me temo que acá nos hayamos encontrado varias veces con una lectura desconstitucionalizante del 
proyecto agregándole partes o presuponiendo cosas que no existen. 


Creo que existe un funcionamiento adecuado de la competencia de coordinación del 
Congreso de Intendentes. No se le atribuye a este órgano la facultad de imponer nada ni de resolver 
por mayoría sino que se le otorgan las funciones de coordinación y facilitación de la obtención de los 
resultados que se quieren lograr. Por ejemplo, en el artículo 9” se sustituyó la palabra “aprobadas” -el 
proyecto tenía algún error gramatical- por “acordados”. De todas formas, aunque hubiera dicho 
“aprobados”, se está refiriendo a la forma que puede aprobar el Congreso de Intendentes y con el valor 
de ser algo que cada Intendente tendrá que llevar a su departamento y obtener la aprobación de la 
Junta Departamental correspondiente. El Congreso de Intendentes es tomado como un campo de 
encuentro de los Intendentes representantes de todos los Gobiernos Departamentales -según el texto 
constitucional- y, por otra parte, lo fundamental es que no hay desconocimiento de las competencias 
constitucionales de los Intendentes y de las Juntas Departamentales. No se trata de que dentro del 
Congreso de Intendentes se vaya a votar cuál es el aforo, o la alícuota -eso queda establecido para 
todos y ninguno lo puede tocar- pero se espera alcanzar una fórmula de equilibrio entre las distintas 
situaciones y el apoyo que surge del proyecto proveniente de Rentas Generales. Para que esto valga 
como impuesto sobre vehículos automotores tiene que figurar en un decreto aprobado por cada una de 
las diecinueve Juntas Departamentales y promulgado por cada Intendente. De lo contrario, de ninguna 
manera sería un tributo contemplado por el texto constitucional. En el proyecto de ley no hay nada que 
imponga una solución diferente. Creo que esto ya estaba claro en la parte de la exposición de motivos 
del Mensaje del Poder Ejecutivo que leí, pero a su vez se ha aclarado a través del párrafo segundo del 
artículo 4%, que expresa: “sin perjuicio de lo dispuesto en los artículo 273 y 275 y en el numeral 6%) del 
artículo 297 de la Constitución de la República”. 


El acuerdo o adhesión a la solución que se logre, el mantenimiento de la adhesión a lo largo 
de los años o el cumplimiento de lo que se haya acordado, y la consecuencia de la no adhesión o del 
incumplimiento -que consiste en recibir una parte menor del aporte que hace el Presupuesto Nacional a 
las Intendencias-, están dentro de lo que prevé la Constitución, que de ninguna manera dice que el 
monto que recibe cada Intendencia deba ser uniforme -y no lo es-, sino que hay que fijar un porcentaje 
del Presupuesto Nacional para todos los Gobiernos Departamentales. ¿Cómo se va a hacer la 
distribución? En base a criterios relacionados con la población, con cometidos y con una serie de 
elementos que se han manejado hasta el momento; en este caso, a eso se agregaría el estar o no en 
un sistema que busca lograr determinados resultados. No creo que allí se pueda hablar de que hay un 


vicio de consentimiento. En este aspecto, las objeciones que han hecho algunos de los profesores 
consultados anteriormente no abarcaban este artículo; en todo caso, quizás algunas sí, pero otras no. 


Por mi parte, quisiera reflexionar sobre algunos puntos que fueron surgiendo a lo largo de la 
discusión, como así también sobre ciertos aspectos generales relativos a la competencia de los 
distintos órganos nacionales y departamentales. 


Por ejemplo, en cuanto a los temas que tienen que ver con el funcionamiento del Congreso 
de Intendentes y con la forma en que pueden adoptarse las resoluciones, es importante recordar la 
opinión del profesor Daniel Hugo Martins que figura en la página 248 del Tomo ll de su obra “El 
Gobierno y la Administración de los Departamentos”. Allí dice que la disposición que hace a las 
resoluciones del Congreso obligatorias para sus integrantes, hayan concurrido o no a la sesión en que 
se adoptaron, es contraria a la finalidad de su creación, que es “coordinar”. Asimismo, entiende que 
deben ser respetadas por todos, aunque no hayan concurrido o hayan votado en contra, las 
resoluciones relativas al funcionamiento del Congreso, incluso la adopción de un reglamento 
permanente, pero no las resoluciones relativas a coordinar las políticas o celebrar convenios, para lo 
cual requiere el consentimiento expreso de cada uno de los que deseen obligarse. A su vez, el profesor 
Martins agrega que en el mismo Reglamento se prevé el otorgamiento de un convenio multilateral que 
contenga la resolución adoptada, firmada por todos los Intendentes, aunque no hayan concurrido a la 
sesión correspondiente, aspecto que comenta señalando que cree es la solución correcta. En ese 
caso, la resolución unánime obligará a todos los Intendentes a adoptar el acto administrativo 
correspondiente, si es de su competencia exclusiva y, en caso necesario, realizar la propuesta ante la 
Junta Departamental y comprometer el esfuerzo necesario para obtener la aprobación de la norma 
correspondiente. Así es como pienso que deberíamos leer lo que figura en este proyecto de ley. 


Otro aspecto importante es saber si a través de lo que mencionaba sobre el papel de la Ley 
Orgánica de los Gobiernos Departamentales no se podría haber pensado en algo más. No estoy 
proponiendo que tal cosa se haga; simplemente digo que, a mi entender, podría haberse pensado en 
llegar más adelante en la homogeneización de tributos, particularmente en lo que tiene que ver con la 
determinación de los aforos. En un país como el nuestro -me refiero a las dimensiones y 
características que tiene-, un vehículo no puede valer distinto porque haya pasado el Arroyo Las 
Piedras, el Arroyo Toledo, una línea divisoria o por haber cambiado de manzana en Cardona, Florencio 
Sánchez, etcétera. Creo que tiene que existir un valor único, y debe haber una forma de poder lograrlo. 
Pero debemos tener presente que este no es un proyecto de patente única, sino un intento para lograr 
la homogeneización, de manera tal que haya armonía en la forma de ese tributo en cada uno de los 19 
departamentos. 


No quiero aburrir a los señores Senadores con lecturas prolongadas, pero sí deseo 
mencionar lo siguiente. Que yo sepa, antes de este período de guerra de patentes e intento de 
solución, el tema de los aforos y los valores no se discutió con relación al impuesto a los vehículos 
automotores. Pienso que en su momento se daba por sentado que simplemente eran los que fijaba el 
Banco de Seguros del Estado o el Gobierno Departamental de Montevideo. Pensemos que en 1952 
debían existir muy pocos Gobiernos Departamentales que pudieran tener formas de decir que, 
tratándose de determinado auto, el valor era distinto al fijado en otro departamento. Pero sí hubo una 
discusión muy intensa acerca de la Contribución Inmobiliaria, no a partir del hecho de la movilidad de 
los campos -por decirlo así-, sino de que la Constitución de la República prevé la posibilidad de que 
sobre los mismos inmuebles concurran impuestos departamentales con los llamados adicionales 
nacionales. Y el concepto correcto de adicional es un impuesto que toma como punto de partida la 
existencia del otro tributo, debiendo ser liquidado de acuerdo con los valores de aquel. Con el tiempo 
ha habido cambios, pero este tema fue muy discutido en las primeras épocas de vigencia de la 
Constitución de 1952, cuando en el Uruguay estaba muy activo el Instituto de Estudios Tributarios, 
cuyos Presidente y Vicepresidente eran el doctor Ramón Valdés Costa y el doctor Juan Carlos Peirano 
Facio, respectivamente. Allí intervenían los grandes tributaristas y, muy frecuentemente, allí se 
encontraba el profesor Sayagués Laso. 


En ese período también hubo un proyecto de ley orgánica de los Gobiernos 
Departamentales, elaborado por una Comisión que nombró el Poder Ejecutivo y presidió el profesor 
Sayagués Laso. Muchas sesiones fueron dedicadas a este tema. En el proyecto final no se llegó a una 
fórmula única, sino que hubo una fórmula A y otra fórmula B. Ambas partían de la base de una fijación 


única de aforo y una recaudación única; no de las alícuotas, porque estas dependían de la ley 
correspondiente. Creo que la fórmula A correspondía a los Gobiernos Departamentales y la fórmula B 
al Gobierno Nacional, y eso incluía la recaudación correspondiente, con la obligación de verter el 
producido. En el informe de la Comisión no hay un pronunciamiento al respecto, pero el profesor 
Sayagués Laso, en la obra que en aquella época llamábamos “Derecho Administrativo. Segunda Parte. 
Facultad de Derecho. Tomo IV”, dedicada a los Gobiernos Departamentales, relató lo que ocurrió en la 
Comisión. Concretamente expresó que, teniendo que aconsejar una solución determinada, se inclinaba 
por la segunda -que creo era la nacional- porque le parecía la más razonable, menos compleja y, 
además, más ajustada a nuestra situación administrativa. Que la recaudación la haga el Poder 
Ejecutivo, sin perjuicio de entregar después a los Gobiernos Departamentales el producido de los 
gravámenes que les pertenezca. 


En el seno de la Comisión que proyectó la Ley Orgánica Municipal, la divergencia sobre este 
punto fue total y no se logró una solución que armonizara los distintos puntos de vista. La verdad es 
que la solución inobjetable es prácticamente imposible porque, o bien se sacrifica la competencia de 
los Gobiernos Departamentales y se opta por la solución de que la recaudación la haga el Poder 
Ejecutivo, o bien se sacrifica la competencia del Poder Ejecutivo y se admite que la recaudación, en 
todos sus aspectos, la hagan los Gobiernos Departamentales. 


El Consejo Nacional de Gobierno de ese período -el iniciado en 1955- optó por la solución 
que sugería el profesor Sayagués Laso, quien terminaba diciendo que desde el punto de vista de la 
conveniencia no puede negarse que en el estado actual de nuestra Administración Pública nacional y 
municipal, siempre será mejor recaudación la que realice la autoridad nacional. Pero, además, sostenía 
que era posible que nuestro Gobierno Departamental de Montevideo pudiera también hacerla sin 
mayores dificultades, pero no que la hicieran los Gobiernos Departamentales del interior; la simple 
instalación de diecinueve oficinas recaudadoras encarecería mucho el costo de recaudación. 


No planteo este un punto con ánimo de complicar la discusión. En fin, se trata de indicar que 
no se consideraba inconstitucional una solución unificadora en alto grado en otro tributo donde los 
problemas no eran los mismos que aquí, donde pueden ser más complejos por la movilidad de los 
vehículos. 


Otro aspecto que noté en la discusión es que algunos proyectos de modificación o artículos 
sustitutivos sugeridos planteaban que para ciertos aspectos se fijaran mayorías especiales -para el 
funcionamiento y para el pronunciamiento de la Junta Departamental- no previstas en la Constitución. 
Personalmente no creo que se puedan agregar mayorías especiales a las establecidas en la 
Constitución, y me limito a indicar que en la obra “Derecho Público”, del profesor Cassinelli Muñoz, este 
tema está especialmente estudiado en relación con la atribución establecida a las Juntas 
Departamentales de considerar las solicitudes de venia o acuerdo que el Intendente formule, conforme 
al numeral 10%) del artículo 273 de la Constitución de la República. El profesor Cassinelli Muñoz 
comentaba esto diciendo que no es que allí se le atribuya la competencia en ningún caso, sino que hay 
que ver cuáles son esas competencias; podrá haber algunas fijadas por la Constitución o por la ley, 
pero el efecto que esto tiene, una vez que está determinado en la Constitución, es que fuera de ella no 
puede establecerse una mayoría especial para otorgar determinadas venias que no estén fijadas con 
esos requisitos por la Carta. 


En una obra del profesor Risso Ferrand sobre Ley Orgánica Departamental -me olvidé de 
copiar el título exacto, pero se los podría enviar luego-, este comenta la disposición y, en líneas 
generales, coincide con el profesor Cassinelli, aunque con alguna pequeña variante. También incluye 
un texto de la Ley N* 9.515 -Ley Orgánica de los Gobiernos Departamentales-, con los efectos que las 
Constituciones posteriores pueden haber tenido sobre ese tema. En varios de los artículos agrega, 
como nota, la expresión de “derogado, mayoría especial, ver Constitución, artículo 273, ordinal 10%)”. 


Creo que esta exposición ha sido demasiado extensa. La conclusión es la que planteaba al 
principio: el proyecto se ajusta a la Constitución, encuadra dentro de los parámetros de competencia y 
organización, no desconoce las competencias constitucionales del Congreso de Intendentes y no 
impone ninguna solución en contra de la voluntad de los órganos departamentales. 


Quedo a disposición de la Comisión para responder las preguntas que se deseen formular 
sobre artículos concretos o sobre puntos que no hayan quedado claros. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DA ROSA.- Debo decir que llegué tarde a la exposición del profesor Pérez Pérez, pero quiero 
aludir a un tema sobre el que, en general, han insistido muchos de los constitucionalistas y juristas que 
han comparecido en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Representantes, así como algunos que han asistido a esta Comisión. Me refiero a la 
inconstitucionalidad del proyecto de ley, en la medida en que el artículo 297 de la Constitución 
establece que entre los recursos de los Gobiernos Departamentales, de acuerdo con su numeral 6%), 
están los generados por los impuestos a los vehículos de transporte, es decir, la Patente de Rodados. 
Se hace mucho hincapié en el acápite del artículo 297, que establece muy precisamente que se trata 
de recursos que serán decretados y administrados por el Gobierno Departamental. En la medida en 
que este está compuesto por la figura del Intendente y la Junta Departamental, cuando se establece 
este mecanismo -por más que los Intendentes se pongan de acuerdo y coordinen con el Poder 
Ejecutivo a través del Congreso de Intendentes a fin de terminar con la manida y famosa guerra de 
patentes- se sostiene que el proyecto de ley es inconstitucional por lo que se considera una intromisión 
del Poder Legislativo en temas que son inherentes a los recursos y decisiones del Gobierno 
Departamental. 


Quería pedir al profesor Pérez Pérez que profundizara a este respecto, aunque quizá ya lo 
hizo. Reitero que llegué un poco tarde, pero me parece un tema muy importante. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Comparto lo que dice el señor Senador Da Rosa en cuanto a que el tema es 
sumamente importante. Tan así es que partí de la base de que en este proyecto de ley no hay nada 
que diga que los impuestos sobre los vehículos automotores no van a ser fijados y decretados por cada 
uno de los Gobiernos Departamentales. El sistema que acá se propone está en función de si se 
obtiene la adhesión de todos los Gobiernos Departamentales o de una gran mayoría de ellos y si se 
mantiene esa decisión a lo largo del tiempo; de no obtenerla, no funciona. 


No sé si el señor Senador Da Rosa estaba presente cuando leí un fragmento de la opinión 
del profesor Martins, en su obra sobre el Congreso de Intendentes, pero lo que él menciona allí es que 
de haber acuerdo unánime, los Intendentes se comprometen a hacerlo si está en el ámbito de su 
competencia, y a plantearlo a la Junta Departamental si es de competencia del órgano legislativo, 
además de hacer todos los esfuerzos posibles para que la Junta lo apruebe. No habrá impuesto sobre 
vehículos automotores si no está en diecinueve decretos de los Gobiernos Departamentales; si no es 
así, no se le puede cobrar a nadie. Además, no es como se dice en algunas de las exposiciones que 
leí, donde se afirma que si a alguien se lo van a cobrar pedirá la declaración de inconstitucionalidad. 
No sé de qué porque podemos pedir declaración de inconstitucionalidad de una ley que nos fija el 
tributo o de un decreto de un Gobierno Departamental. Sobre este punto debe haber decreto de los 
Gobiernos Departamentales; de no haberlo, no funciona el sistema, no se consiguió acuerdo o se 
perdió y se vuelve a la guerra de patentes o a la aplicación de la ley de empadronamiento. Creo que se 
ha optado por no hacer una aplicación manu militari, por así decirlo, aunque la expresión nos puede 
recordar tiempos idos y no adecuados. 


En cuanto a si esto comprende también a los “administrados”, pienso que este término acá 
quiere decir, básicamente, que la utilización del producido corresponde a cada Gobierno 
Departamental. No significa que cada uno de los actos de administración correspondientes lo tengan 
que hacer órganos de los Gobiernos Departamentales, porque de otro modo no se explicarían 
disposiciones como la del artículo 776 de la Ley N* 18.719, que habla de “contratos sobre la 
administración de las propiedades inmuebles, arrendamientos y utilización de bienes departamentales 
o confiados a los Municipios, requiriéndose la aprobación de la Junta Departamental!” o, en particular, el 
artículo 156 de la Ley N* 17.556, que derogó el numeral 1? del artículo 37 de la Ley N* 9.515, que 
prohibía a los Intendentes “Rematar, enajenar o encargar a particulares la percepción de las rentas 
municipales”, es decir, ceder el cobro de los tributos departamentales. Este se sustituyó por una norma 
que expresa: “Las Juntas Departamentales, a propuesta del Intendente respectivo, por tres quintos de 
votos de sus componentes, podrán autorizar la cesión onerosa o la dación en garantía a terceros del 


cobro de adeudos líquidos y exigibles, por concepto de tributos municipales”. Tendría el vicio que 
señalaba el doctor Cassinelli de acuerdo con la opinión que mencioné en cuanto a fijar una mayoría 
especial donde la ley no lo hace. Pero en cuanto a esa intervención de la Junta Departamental, 
precisamente en el proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión, en el párrafo segundo del 
artículo 2% hay una modificación tácita al decir “Autorízase a los Intendentes, dando cuenta a la Junta 
Departamental, a ceder los derechos de cobro emergentes de tributos, recargos, multas y moras 
departamentales necesarios para la adhesión al Sucive”. Esta es la parte de la administración que la 
legislación ha venido admitiendo recientemente; no excluye -porque no lo podría hacer de ninguna 
manera- que el producido de estos recursos departamentales vaya a cada Gobierno Departamental. 
Esta es mi opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay quienes criticaron el artículo 8%, sobre el que algunos constitucionalistas 
señalaron que será más o menos simpático pero que no tiene aspectos de inconstitucionalidad. La ley 
puede pedir ciertos cumplimientos -como ya lo hace la Ley de Presupuesto- y determinar en función del 
interés general. Acorde al numeral 6%) del artículo 297 de la Constitución de la República -como bien 
señaló, nadie puede pensar en recaudar por predios rurales de otro departamento- nadie puede pensar 
que se quieran cobrar tributos a los vehículos de otros departamentos, aunque es una franja más 
confusa porque hay personas o empresas tienen más de un domicilio. 


La redacción del artículo 8% será más o menos simpática, pero se empiezan a despejar las 
dudas. De todos modos, se hace hincapié en los artículos 2* y 4%. En cuanto al artículo 2* -que no 
refiere al tema de los tributos sino a conceder el cobro-, si fuera una empresa particular obviamente 
tendría una serie de circunstancias, pero como estamos hablando de un sistema en común con el 
Estado, que marca la ley y que es potestad del Intendente adherir o no -además, es por 15 años-, la 
pregunta es si la voluntad es del Intendente o del Gobierno Departamental. Esta es la discusión, 
porque el artículo 2” expresa: “Autorízase a los Intendentes, dando cuenta a la Junta Departamental, a 
ceder los derechos de cobro”, etcétera. Este es un primer aspecto; no es inconstitucional que el 
Intendente adhiera, pero si lo hace sin la venia -por llamarlo de alguna manera- o el decreto de la Junta 
Departamental, ¿es inconstitucional? 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Que yo recuerde, la Constitución de la República no dice nada a este 
respecto, pero atribuye al Intendente las competencias o facultades ejecutivas y administrativas en lo 
que tiene que ver con el departamento. La Ley Orgánica Municipal de 1935 prohibía expresamente al 
Intendente hacer este tipo de cesión, lo cual presuponía que si no existiera tal prohibición entraba en la 
competencia del Intendente. La legislación vigente, como mencioné hace unos instantes -artículo 156 
de la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002-, derogó la disposición que contenía esa prohibición y 
estableció que la Junta, a propuesta del Intendente y por determinada mayoría, podrá autorizar la 
cesión onerosa o la dación en garantía a terceros del cobro de adeudos líquidos y exigibles por 
concepto de tributos municipales. Se trata de una atribución administrativa otorgada a la Junta 
Departamental por una ley que puede derogar y modificar lo anterior. En lugar de decir que lo puede 
hacer la Junta a propuesta del Intendente, establece que lo puede hacer el Intendente dando cuenta a 
la Junta. Creo que se enmarca dentro de las competencias o las cosas que legítimamente puede 
establecer la ley. Aunque no forme parte, en este caso, de una ley orgánica municipal en el sentido 
formal o codificado como una unidad de documento, sustancialmente es una disposición orgánica 
aplicable a los departamentos contenida en una ley, en tanto el artículo en cuestión quita algo de la ley 
orgánica municipal y no dice “inclúyese en esa ley esta disposición”, sino que lo expresa por separado. 
Creo que dentro de este aspecto no hay ninguna cosa que infrinja lo que establece la Constitución. 


Por otro lado tenemos que recordar que tanto para la Junta Departamental como para el 
Intendente la Constitución, en el párrafo tercero del artículo 273, establece: “Además de las que la ley 
determine, serán atribuciones de las Juntas Departamentales”. Por su parte, el acápite del artículo 275 
también fija atribuciones para el Intendente, por lo que creo que no existe ninguna objeción de 
inconstitucionalidad. Podrá discutirse si es conveniente y si hay que mantener la misma solución que 
en la ley anterior, pero no entra en el ámbito de lo que, en lo personal, les puedo decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a las objeciones al artículo 22 podemos decir que en la Ley 
Orgánica de 1935 estaba expresamente prohibido, pero la Constitución de aquel momento lo 
habilitaba. No estaba habilitado por ley, pero sí por Constitución. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Exacto, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después, en el año 2002 se habilitó no solo por el tema de la Patente de 
Rodados, sino también en forma genérica a través de la Junta Departamental. A su vez, este proyecto 
de ley puede determinar que para el tema vehicular puedan ceder la recaudación a partir de una 
suscripción del contrato del Intendente dando cuenta a la Junta Departamental. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Normalmente es una competencia administrativa; lo anómalo sería que se le 
diera a la Junta Departamental. No debería intervenir por vía de contralor autorizando al Intendente 
sino aprobar lo que este propone. Esto es según lo que establecía la ley de 2002; este proyecto de ley 
lo determina de otra forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La primera objeción que se nos hizo tiene que ver con la firma del contrato por 
quince años y, la segunda, con los cambios correspondientes que se harían año a año. 


La Cámara de Diputados agregó, en el artículo 4%, un inciso final que establece: “sin perjuicio 
de lo dispuesto en los artículos 273 y 275 y en el numeral 6%) del artículo 297 de la Constitución de la 
República”. Esto está salvado en lo que corresponde a cada Intendencia. Algunas fijan anualmente, 
otras delegan en el Intendente; la de Montevideo, por ejemplo, decidió que la Patente de Rodados es la 
que estipula el Congreso de Intendentes, etcétera. Por ende, existe una normativa frondosa y cada 
Intendencia determinará en cada caso. Pero a sus efectos, ¿con este agregado están salvados los 
aspectos constitucionales? Dicho de otro modo, si un Gobierno Departamental se sale del acuerdo, lo 
que constitucionalmente podría hacer, “pagaría” -entre comillas- las consecuencias del artículo 8% y 
perdería los aspectos beneficiosos del resto del proyecto de ley. Si quiere quedar dentro de esta 
norma, tendrá que actuar acorde con lo que disponen los artículos 273, 275 y 297, numeral 6%), de la 
Constitución de la República, en la forma en que cada Gobierno Departamental lo hace. 


Reitero, a sus efectos: ¿usted cree que está salvado el aspecto constitucional, o tampoco 
habría problemas con el texto elevado por el Poder Ejecutivo? 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Creo que no está de más que se haya hecho el agregado, pero en cierto 
punto me parece redundante. En muchas de las disposiciones habría que aclarar que lo que en ellas 
se estipula es sin perjuicio de lo que dice la Constitución; claro está, a menos que estemos diciendo lo 
contrario. Pero aquí no se expresa lo contrario, sino que se establece un procedimiento que facilita -se 
emplea el término “contribuya”- la homogeneidad del monto del tributo a nivel nacional. No significa 
que haya un monto único a nivel nacional determinado por el Congreso de Intendentes o por ley; quiere 
decir que se trata de que los diecinueve tributos departamentales sean homogéneos, análogos, 
iguales, del mismo monto y cuantía, y que no generen el fenómeno económicamente comprensible, 
aunque jurídicamente inadecuado, de que el contribuyente vaya donde le cobran menos y, sobre todo, 
donde no le cobran nunca. Por ejemplo, acá circulan vehículos con matrículas de Cerro Largo; 
inclusive, en mi familia tenemos algunos autos en sucesión que circulan por la capital con matrícula de 
Tacuarembó. 


Por otro lado, no se trata de que los Gobiernos Departamentales salgan a buscar recursos en 
un lugar contrario al espíritu de la Constitución, o sea, al sentido razonable de la disposición. Esto no 
quiere decir que la fijación del tributo va a estar a lo que diga el Congreso de Intendentes; ese va a ser 
un facilitador. Si hay un Gobierno que legislativamente acepta -habrá que discutir la constitucionalidad 
de la delegación- lo que dice el Congreso de Intendentes, el decreto del Gobierno Departamental 
expresará, por interpretación o integración, que su contenido es fijar la cuantía, el aforo y la alícuota 
estipulada por el Congreso. Otro lo puede hacer -esto me parece mejor, aunque le dé más trabajo- a 
través de un decreto que diga las dos cosas y que sea igual en los distintos departamentos. Esa es la 
competencia constitucional que no podría ser fijada por una ley nacional, como ocurrió con el famoso 
impuesto a los gasoleros, que fue declarado inconstitucional, o con aquel tributo todavía más 
estrambótico del impuesto a los motores a gasoil cuando estuvieran instalados en un vehículo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me parece que de alguna manera la creación, institucionalización, o 
constitucionalización del Congreso de Intendentes a través de la reforma del año 1996 preveía algunos 


de estos aspectos. No sé si fue casual, pero lo concreto es que cuando uno lee el artículo 262 de la 
Constitución advierte que en el inciso quinto se expresa que “Los Gobiernos Departamentales podrán 
acordar, entre sí y con el Poder Ejecutivo, así como con los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados, la organización y la prestación de servicios y actividades propias o comunes, tanto 
en sus respectivos territorios como en forma regional o interdepartamental”. Pero a continuación se 
expresa -y allí es donde se institucionaliza el Congreso de Intendentes- que “Habrá un Congreso de 
Intendentes integrado por quienes fueron titulares de ese cargo o lo estuvieren ejerciendo, con el fin de 
coordinar las políticas de los Gobiernos Departamentales”. Esta es una típica materia de política 
tributaria. Y continúa: “El Congreso, que también podrá celebrar los convenios” -podría leerse “los 
contratos”- “a que refiere el inciso precedente, se comunicará directamente con los Poderes del 
Gobierno.” 


Me parece que el artículo 262 -del cual se ha hablado poco- también es un facilitador y es el 
que le da cierto soporte de Derecho a este acuerdo que han hecho los Intendentes, quienes han 
decidido encontrar, a través de una medida legislativa, una solución a un problema grave que se 
arrastra desde hace muchísimos años. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Estoy de acuerdo con lo que recién se planteó; creo que dije -quizás sin 
mencionar el artículo, pero leyendo lo que tenía en mi esquema- que acá había un funcionamiento 
adecuado de la competencia de coordinación del Congreso de Intendentes y que no se atribuían a este 
facultades que no tuviera. Incluso, en la Cámara de Representantes se cambió la palabra “aprobar” del 
artículo 9% por “acordar”. No creo que sea algo sustancial, pero está dentro de esa línea, y los 
convenios están contemplados por lo que dijo el señor Senador Nin Novoa. 


SEÑOR DA ROSA.- Fundamentando la argumentación de la inconstitucionalidad del proyecto de ley, 
también se ha sostenido que su artículo 2” establece que el plazo inicial por el cual han de suscribir los 
contratos los respectivos Intendentes, aun cuando se estableciera que sea con la propia aprobación de 
la Junta Departamental, sería de quince años, lo cual violentaría la Constitución de la República en la 
medida en que se excede el período constitucional de cinco años de un Gobierno. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Creo que la única norma que se refiere a un plazo de esta índole es el 
artículo 301 de la Constitución, en donde se habla de la contratación de préstamos, por lo que solicita 
una mayoría absoluta de votos del total de componentes de la Asamblea General. Además expresa: “Si 
el plazo de los préstamos, excediera el período de gobierno del Intendente proponente, se requerirá 
para su aprobación, los dos tercios de votos del total de componentes de la Junta Departamental”. Se 
trata de una norma que se refiere a préstamos, y acá no estamos mencionándolos. Hay normas 
legislativas que establecen algo parecido para los contratos, entre las cuales está el numeral 10) del 
artículo 35 de la Ley N* 9.515 que, en este caso, fue sustituido por el artículo 776 de la Ley de 
Presupuesto Nacional, para el período 2010 - 2014, N* 18.719. Entre las competencias del Intendente 
se expresa: “Celebrar contratos sobre la administración de las propiedades inmuebles, arrendamientos 
y utilización de bienes departamentales o confiados a los Municipios, requiriéndose la aprobación de la 
Junta Departamental por la mayoría absoluta de sus miembros si el contrato tuviese una duración 
mayor que su mandato”. Pero esta no es una disposición de carácter constitucional, sino que es 
legislativa, y puede ser sustituida por otra norma legislativa como la que acá se incorpora. 


Entonces, la disposición del artículo 2% parece ser una modificación o derogación tácita de la 
exigencia de la aprobación de la Junta Departamental contenida en la otra. En realidad, se trata de un 
tema de conveniencia o inconveniencia y los señores Legisladores tendrán que decidir si quieren o no 
incluir ese requisito. En caso de que se decidiera establecerlo, debería agregarse a este texto de la ley 
que, a mi criterio, modifica el anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, se habla de inmuebles. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- En realidad, refiere en forma general a propiedades inmuebles, 
arrendamiento, utilización de bienes, etcétera. Incluso podríamos decir que no sería aplicable, pero 
suponiendo que lo fuera hay una disposición que señala una cosa diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero creo que no lo deroga... 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- No lo deroga; hace una excepción en lo que tiene que ver con este tema, 
esto es, lo que sea necesario para la adhesión al sistema único de cobro de ingresos vehiculares. 


Si me permite, señor Presidente, creo que contribuiría mucho a la claridad del debate si se 
eliminara el uso de la expresión “patente única”, porque no es eso lo que aquí se propone, sino la 
homogeneización de lo que solíamos llamar “patentes”. Esto se va a lograr si los que tienen 
competencia para fijarlas aceptan la homogeneización, y no se va a lograr si no la aceptan o si la 
aceptan inicialmente y después dejan de cumplir. Creo que este es un ensayo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta que voy a formular no tiene relación con el tema constitucional, 
pero igualmente me gustaría consultarlo acerca de si habría que incorporar una disposición especial en 
caso de que los plazos que se fijan en la ley se quisieran aplicar el año que viene. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Habría que ver ese tema porque estamos muy cerca de algunos de esos 
plazos, si es que ya no pasaron algunos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hice esa consulta porque si queremos que esto entre en vigencia en enero 
de 2012 y el Congreso de Intendentes tiene que fijarlo el 15 de noviembre, pienso que habría que 
introducir una disposición especial. 


SEÑOR PÉREZ PÉREZ.- Considero que el artículo 9” tiene que ver con ese tema. En este texto hay 
disposiciones que son permanentes y otras, como la del artículo 9%, que tienen que ver con el cálculo 
para el ejercicio 2012. En esa circunstancia probablemente se deba hacer lo que plantea el señor 
Presidente, pero no me animo a responder porque es un tema que está fuera del área constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Pérez Pérez por la información que nos brindó sobre 
el tema. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 53 minutos.) 
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